ACTA n.° 03-2014

CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, San Jose, a las nueve horas del 19 de marzo del año dos mil catorce. Se inicia la presente sesión ordinaria con la asistencia de la Mag. Dra. Doris Arias Madrigal,  Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, la Licda. Olga Fallas Ulloa, en representación de la Defensa Pública; el M.Sc. Saúl Araya Matarrita, en representación del Ministerio Público; el Dr. Juan Carlos Segura Solís, juez de Trabajo; la M.Ba. Francisco Arroyo Meléndez, director del Departamento de Gestión Humana y la Sra. Aida Cristina Sinclair Myers, secretaria de la Escuela Judicial. Invitado: el M.Sc. Juan Carlos Morales Jiménez, de la Defensa Pública. Ausente: el Lic. Francisco Segura Montero, director general del Organismo de Investigación Judicial y el Dr.  Rafael Ángel Sanabria Rojas, juez de Apelación de Sentencia Penal.
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AGENDA

1. Aprobación del acta n.º 02-2014 del 26 de febrero de 2014.  

2. Proyecto de Reglamento de personas facilitadoras de la Escuela Judicial. 

· Documento Reglamento de Personas Facilitadoras, que contiene cuadro en donde se incorporan las observaciones las unidades de capacitación.
·  Informe sobre personas facilitadoras de la Escuela Judicial.
· Oficio n° 1651-14 del 19 de febrero de 2014, de la  Sra. Catalina Conejo Valverde, prosecretaria general, suscrito al Dr. Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial, en donde se comunica el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 8-14 del 30 de enero del año en curso, ARTÍCULO XLIV que dice:

`

“Informa la Integrante Conejo y el Integrante López que han recibido comunicaciones de profesionales del Poder Judicial que laboran en diferentes áreas  y que tienen interés en la docencia y les han externado la posibilidad de ser nombrados para impartir capacitaciones en la Escuela Judicial.



Se acordó: 1) Tomar nota de lo informado por la Integrante Conejo y el Integrante López. 2) Deberá la Escuela Judicial tomar las previsiones para que a partir de julio del año en curso, las designaciones del personal docente de esa Escuela se haga por medio de concursos institucionales, en que se fijen los requisitos oportunos, de modo que se  garantice la participación y el acceso amplio de funcionarios y funcionarios. 3) Tome nota la Escuela Judicial de que el período máximo por el que se otorgará permiso con goce de salario a una persona  para el  desempeño de la docencia en la Escuela Judicial  será  de dos años, con el fin de que tanto la Judicatura como la referida Escuela aprovechen las experiencias para el enriquecimiento de sus respectivas áreas y sea un estímulo para los servidores y servidoras que tengan vocación para la enseñanza.”

3. Oficio n° 9870-DE-2013 del 06 de noviembre del 2013 del Sr. Alfredo Jones León, director ejecutivo, suscrito al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, sobre: “manejo actual de los dineros que se depositan en la cuenta corriente N° 183578-5 del Centro de Estudios y Capacitación Judicial para Centroamérica,  provenientes de la transferencia que hace el Poder Judicial al citado Centro”.
4. Reporte de situación: “Tráfico de Drogas y Amenazas del Crimen Organizado en Costa Rica”, estudio sobre situación maras en Costa Rica.
5. Oficio n° 2015-14 del 28 de febrero de 2014, de la  Licda. Silvia Navarro Romanini, secretaria General de la Corte, suscrito a la Dra. Mag. Doris Arias Madrigal, presidenta del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en donde se comunica el acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión N° 6-14 del 17 de febrero del año en curso, referente a un anónimo que se informa sobre supuestas anomalías con el uso de los fondos públicos que otorga el Poder Judicial al Programa de Maestría en Administración de Justicia de la Universidad Nacional, ARTÍCULO XXIII,  que dice:
se acordó: Aprobar la propuesta planteada por la Magistrada Arias y los Magistrados Arroyo y Chinchilla, en consecuencia, solicitar al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, que en conjunto con el cuerpo académico de profesores que imparten lecciones en el Programa de Maestría en Administración de Justicia de la Universidad Nacional, analicen de manera consensuada, si el convenio pactado desde hace más de dos décadas con la citada Universidad, requiere de algún grado de actualización, esto con el propósito de procurar un adecuado marco normativo que proteja los intereses institucionales en dicho Programa e informen a esta Corte.  Así votaron los Magistrados y las Magistradas Villanueva, Aguirre, Vega, Camacho, Ramírez, Arroyo, Pereira, Chinchilla, Arias, Armijo, Rueda y Salazar.


Las Magistradas y los Magistrados Rivas, Solís, González, Castillo y la Suplente Vargas Vásquez emitieron su voto por aprobar la propuesta de la Auditoría Judicial, en el sentido de que sea la Dirección de la Escuela Judicial, quien analice si dicho convenio requiere algún grado de actualización.


Las Magistradas Escoto, Varela, Hernández y la Suplente Garro Vargas votaron por aprobar la propuesta de la Magistrada Varela, en el sentido de que sea la Presidencia de la Corte en conjunto con la Dirección de la Universidad Nacional, quienes determinen si el convenio requiere algún grado de actualización, al estar suscrito por ambas partes.
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Acto seguido expresa la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Quiero informarles que, efectivamente existe un convenio con consultorios jurídicos que implica cuatro mil quinientos millones de gastos por servicios personales y suministros y veinticinco millones anuales por capacitación. 


Lo tengo presente porque está para estudio y firma y ha estado vigente anteriormente. Además tiene el pago de un salario que es el punto que estaban aclarando”. Se declara acuerdo firme.”

6. Oficio 065-STG-2014 del 04 de marzo de 2014, en donde se comunica el acuerdo tomado por la Secretaría Técnica de Género, en sesión del 14 de febrero del año en curso,  que dice: 
[…] “1. Encargar a la Secretaría Técnica de Género que en conjunto con la Escuela Judicial elaboren una propuesta de capacitación especializada que reúna las condiciones idóneas, con el objetivo de sensibilizar a los choferes de magistrados y magistradas de la Corte Suprema de Justicia.”

7. Informe de la M.Ba. Magdalena Aguilar Alvarez, encargada de Servicios Técnicos, referente a avances de la campaña de divulgación sobre las actividades de la Escuela Judicial y Unidades de Capacitación.

8. Informe del Lic. Mateo Ivankovich Fonseca, LL.M., subdirector de la Escuela Judicial, sobre cumplimiento acuerdos del Consejo Directivo de la Escuela Judicial.

9. Asuntos varios.
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ARTÍCULO I

Aprobación del acta n.º 02-2014 del 26 de febrero de 2014.  
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SE ACUERDA:   Aprobar el acta  n.º 02-2014 del 26 de febrero de 2014. Se abstiene de votar por no haber participado en dicha sesión, el M.Sc. Saúl Araya Matarrita, el Mag. Dra.  Doris Arias Madrigal y el M.Sc. Francisco Arroyo Meléndez.  ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO II

Se comunica a las personas integrantes de este Consejo Directivo,  que en San José, a los 14 días del mes de marzo del 2014, descansó en la paz del Creador, quien en vida fue Señor Máster Luis Héctor Amoretti Orozco, juez del Tribunal de Familia de San José, quien fue un distinguido colaborador de la Escuela Judicial, como expositor de diversos Ciclos de Conferencias, así como docente en varios cursos impartidos por la Escuela Judicial a las juezas y los jueces del Poder Judicial, República de Costa Rica. 
-0-
SE ACUERDA: Que el Consejo Directivo y el personal de la Escuela Judicial expresan las más sentidas condolencias a la familia de don Héctor Amoretti Orozco, solidarizándose con en el dolor que embarga a los familiares, comunidad estudiantil de la Escuela Judicial y demás allegados.
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ARTÍCULO III
El Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, presentó a las personas integrantes del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, lo siguiente

Informe sobre personas facilitadoras de la Escuela Judicial
	Nombre
	Inicio
	Fin
	Año
	Oficio
	Sesión y Acuerdo

Consejo Superior

	Alberto Jiménez Mata
	01 enero
	31 diciembre


	2010
	EJ-DIR-268-2009

EJ-DIR-145-2010
	110-09 del 8 de diciembre de 2009, artículo XLIV

054-10 del 27 de mayo de 2010, artículo XLV

	Álvaro Burgos Mata
	1° marzo   
	30 junio
	2007
	EJ-DIR-051-2007 
	12-07 de  15-2-2007, art. LVIII

	Álvaro Hernández Aguilar
	16 mayo
	31 julio
	2012
	 EJ-DIR-61-2012 


	Sesión N° 39-12 celebrada el 24 de abril del 2012

	Carlos Chinchilla Sandí
	31 marzo
	27 junio
	2008
	Ej-Dir-081-2008
	Corte Plena 007 de 25-02-2008, art. XII

	Carlos Núñez Núñez
	01 enero
	31 diciembre
	2010
	EJ-DIR-268-2009

EJ-DIR-145-2010
	110-09 del 8 de diciembre de 2009, artículo XLIV

054-10 del 27 de mayo de 2010, artículo XLV

	Carlos Núñez Núñez
	01 enero
	31 diciembre
	2011
	EJ-DIR-301-2010

EJ-DIR-115-2010
	111-10 del 21 de diciembre de 2010, artículo LIII

52-11 del 8 de junio de 2011, artículo XXXIV

	Carlos Núñez Núñez
	01 enero
	31 diciembre
	2012
	EJ-DIR-258-2011

EJ-DIR-89-2012
	104-11 del 13 de diciembre de 2011, artículo XXXVI

59-12 del19de junio de 2012, artículo XXXIV

	Carlos Núñez Núñez
	01 enero
	31 diciembre
	2013
	EJ-DIR-219-2012

EJ-DIR-65-2013
	109-12 del 18 de diciembre de 2012, artículo XLII

047-13 del 09 de mayo de 2013, artículo XXIII

	Carlos Núñez Núñez
	01 enero
	30 junio
	2014
	EJ-DIR-237-2013
	115-13 del 17 de diciembre de 2013, artículo XLI

	Damaris Vargas Vásquez
	15 marzo 
	30 abril
	2007
	080-DIR-07 
	17-07 de 6-3-2007, art. XLVII

	Damaris Vargas Vásquez
	18  agosto 
	21 noviembre 
	2008
	EJ-DIR-252-2008 
	057 del 05-08-2008, art. XLVI 

	Damaris Vargas Vásquez
	06 setiembre
	24 diciembre
	2010
	EJ-DIR-186-2010
	73-10 de 10-8-2010, art. XLVIII

	Damaris Vargas Vásquez
	18 marzo
	22 marzo
	2013
	EJ-DIR-038-2013 
	25-13 de 14-3-2013,  art. XXIII

	Déborah Rivera Romero
	01 marzo
	30 marzo
	2010
	EJ-DIR-029-2011
	17-11 de 1°-3-2011, art. XXII

	Diego Benavides Santos
	10 noviembre
	10 diciembre
	2008
	EJ-DIR-362-2008
	88-08 de 18-11-2008, art. XV

	Diego Benavides Santos
	16 febrero
	31 diciembre
	2009
	EJ-DIR-024-2009

EJ-DIR-136-2009
	13-09 de 17-2-2009, art. XL

63-09 de 18-6-2009, art. XXXIX

	Diego Benavides Santos
	01 enero
	24 diciembre
	2010
	EJ-DIR-269-2009

EJ-DIR-154-2010

EJ-DIR-186-2010

EJ-DIR-268-2010

EJ-DIR-103-10
	110-09 de 8-12-2009, art. XLIII

58-10 de 10-6-2010, art. XVIII

73-10 de 10-8-2010, art. XLVIII

95-10 de 26-10- 2010, art. XL

103-10 de 23-11- 2010, art. XLVI

	Diego Benavides Santos
	12 enero
	30 diciembre
	2011
	EJ-DIR-296-2010

EJ-DIR-108-2011

EJ-DIR-161-2011
	109-10 de 14-12- 2010, art. XXXIX

49-11 de 26-5-2011

73-11 de 25-8-2011, art. L

	Diego Benavides Santos
	09 enero
	31 diciembre
	2012
	EJ-DIR-265-2011

ECV-006-12

EJ-DIR-138-2012
	107-11 de 22-12-2011, art. XXXII

52-12 de 24-5-2012, XLI

70-12 de 1°-8- 2012, art. XX

	Diego Benavides Santos
	01 enero
	31 diciembre
	2013
	ECV-022-2012

011-CD/EJ-R

EJ-DIR-045-2013

ECV-017-2013

ECV-027-2013

ECV-033-2013
	110-12 de 20-12-2012, art. CXXV

06-13 de 24-1-2013. art. LII

29-13 de 26-3-2013, art. XXIX

39-13 de 23-4-2013, art.  XXI

74-13 de 24-7-2013, art. LIX

92-13 de 26-9-2013, art. XLVII

	Edgar Alvarado Luna
	01 enero 
	31 diciembre
	2009
	EJ-DIR-381-2008
	097-08 del 16 de diciembre de 2008, artículo LXII

	Eduardo Zúñiga Masís
	01 marzo
	30 marzo
	2010
	EJ-DIR-029-2011
	17-11 de 1°-3-2011, art. XXII

	Edwin Jiménez González
	30 mayo 

01 agosto
	01 julio

11 noviembre
	2011
	Trámite realizado por Magistrado José Manuel Arroyo
	03-11 de 05-04-2011, ar. XVI

	Gerardo Parajeles Vindas
	4 mayo
	3 julio
	2009
	Ej-Dir-072-2009
	43-09 de 30-04-2009, art XL

	Giovanni Mena Artavia
	01 enero
	31 diciembre
	2010
	EJ-DIR-268-2009

EJ-DIR-145-2010
	110-09 del 8 de diciembre de 2009, artículo XLIV

054-10 del 27 de mayo de 2010, artículo XLV

	Giovanni Mena Artavia
	01 enero
	31 diciembre
	2011
	EJ-DIR-301-2010

EJ-DIR-115-2010
	111-10 del 21 de diciembre de 2010, artículo LIII

52-11 del 8 junio de 2011, artículo 

	Guillermo Guilá Alvarado
	01 agosto
	28 setiembre
	2012
	EJ-DIR-126- 2012
	sesión N° 65-12 celebrada el 17 de julio del 2012

	Gustavo Cordero Jenkins
	11 marzo
	11 octubre
	2013
	EJ-DIR-021-2013

EJ-DIR-062-2013

EJ-DIR-139-2013
	Sesion 020-2013. Art XXXIX

Sesión 042-2013. Art. XVII

Sesión 081-2013. Art. XLIII

	Héctor Amoretti Orozco 
	01 diciembre
	31 diciembre
	2006
	EJ-DIR-481-2005
	101-05 del 22 de diciembre de 2005 artículo XL 

	Héctor Amoretti Orozco 
	01 enero 
	24 diciembre
	2007
	EJ-DIR-336-2006

EJ-DIR-198-2007

EJ-DIR-214-2007

EJ-DIR-269-2007


	097-06 del 21 de diciembre de 2006, artículo LVII

048-07 del 28 de junio de 2007, artículo L

55-07 del 31 de julio de 2007, artículo XLV

064-07 del 30 de agosto del 2007, artículo LXXIV

069-07 del 18 de setiembre de 2007, artículo XXXIII

	Ian Berrocal Azofeifa


	07 enero

29 setiembre

03 noviembre
	05 setiembre

17 octubre

19 diciembre
	2008


	EJ-DIR-344-2007

EJ-DIR-320-2008 
	95-2007. artículo XXXII

082-2008. Art XLIV

	Ian Berrocal Azofeifa
	05 enero


	31 mayo
	2009
	Ej-Dir- 386-2008

EJ-DIR-123-2009 


	97-08 de 16-12-08, art LXIII

57-2009. ARTÍCULO XXXVIII

	Ileana Sánchez Navarro
	18 julio
	23  diciembre
	2011
	Ej.Dir-027-2011

Ej-Dir-207-2011
	59-11 del 30-06-2011, art L

91-11 de 27-10-2011, art III

	Ileana Sánchez Navarro
	26 marzo
	15 junio
	2012
	Ej-Dir-029-2012
	14-12 de 16-02-2012, art. XXIV

	Ileana Sánchez Navarro
	29 octubre
	07 noviembre
	2012
	Ej-Dir-189-2012
	91-12 de 16-10-2012, art. XXXIV

	Javier Arguedas Ruano 
	01 julio 
	31 julio
	2007
	EJ-DIR-198-2007
	048-07 del 28 junio de 2007, artículo LIX

	Javier Llobet Rodríguez 
	01 enero 
	31 diciembre
	2006
	EJ-DIR-481-2005

EJ-DIR-192-2006
	101-05 del 22 de diciembre de 2005, artículo XL.

057-06 del 03 de agosto

 de 2006, artículo LX

	Javier Llobet Rodríguez 
	01 enero 
	31 enero 
	2007 
	EJ-DIR-336-2006
	097-06 del 21 de diciembre de 2006, artículo LVII

	Jorge López González
	01 marzo
	15 mayo
	2012
	  N° EJ-DIR-16-2012 


	Nº 012-12 del 14-02-2012.
ARTÍCULO XLII

	Jorge Olaso Álvarez
	01 enero
	31 diciembre
	2006
	EJ-DIR-481-2005
	101-05 del 22 diciembre de 2005,   artículo XL

	Jorge Olaso Álvarez
	01 enero
	30 enero
	2007
	EJ-DIR-336-2006
	097-06 del 21 de diciembre de 2006, artículo LVII

	Jorge Olaso Álvarez
	01 julio 
	24  diciembre
	2007
	EJ-DIR-198-2007

EJ-DIR-214-2007

EJ-DIR- 269-2007
	048-07 del 28 de junio de 2007, artículo L

55-07 del 31 de julio de 2007, artículo XLV

064-07 del 30 de agosto del 2007, artículo LXXIV

069-07 del 18 de setiembre de 2007, artículo XXXIII

	Jorge Olaso Álvarez
	07 enero
	14 marzo
	2008
	EJ-DIR-346-2007
	095-07 del 18 de diciembre de 2007, artículo XXX

	Jorge Olaso Álvarez
	24 marzo
	19 diciembre
	2008
	EJ-DIR-346-2007

EJ-DIR-346-2007
	095-07 del 18 de diciembre de 2007, artículo XXX

095-07 del 18 de diciembre de 2007, artículo XXX

	Juan Luis Giusti Soto
	16 agosto
	23 diciembre
	2011
	EJ-Dir 163-2011
	068-2011. Art. XXIX

	Juan Luis Giusti Soto
	09 enero
	11 agosto
	2012
	EJ-DIR-261-2011

EJ-DIR-110-2012
	107-11, del 22-12-11, Art LI

063-2012. Art. XXXIV

	Juan Luis Giusti Soto
	10 noviembre
	31 diciembre
	2012
	EJ-DIR-194-2012
	090-2012. At. XXXII

	Juan Luis Giusti Soto
	01 enero
	10 febrero
	2013
	EJ-DIR-194-2012
	090-2012. At. XXXII

	Julieta Barboza Cordero
	11 marzo
	13 diciembre
	2013
	EJ-DIR-021-2013

EJ-DIR-085-2013

EJ-DIR-137- 2013
	020-2013. Art XXXIX

059-2013. Art. LXXV 

081-13. ART. LXVII



	Karol Baltodano Aguilar
	01 junio
	03 julio
	2009
	EJ-Dir 101-2009
	52-09 de 19-05-2009, art. XXX

	Karol Baltodano Aguilar
	20 julio
	31 agosto
	2009
	Ej-Dir-154-2009
	06-09 del 9-07-2009, art XXV

	Karol Baltodano Aguilar
	01 setiembre
	16 setiembre
	2011
	
	

	Ligia Cerdas Solano
	01 junio
	30 noviembre
	2009
	Ej-Dir-93-2009
	45-09 de 05-05-2009, art XXXIII

	Marco Mairena Navarro
	30 mayo

01 agosto
	01 julio

11 noviembre
	2011
	Trámite realizado por Magistrado José Manuel Arroyo
	050-11 de 31-05 de 2011, art. XLIV

	Maria Ester Brenes Villalobos
	01 marzo
	31 noviembre
	2006
	EJ-DIR-481-2005
	101-05 del 22 de diciembre de 2005, artículo XL

	Maria Ester Brenes Villalobos
	01 enero
	24 diciembre
	2007
	EJ-DIR-336-2006

EJ-DIR-198-2007

EJ-DIR-214-2007

EJ-DIR-269-2007
	097-06 del 21 de diciembre de 2006, artículo LVII

048-07 del 28 de junio de 2007, artículo L

55-07 del 31 de julio de 2007, artículo XLV

064-07 del 30 de agosto de 2007, artículo LXXIV

069-07 del 18 de setiembre de 2007, artículo XXXIII

	María Ester Brenes Villalobos
	01 enero
	31 diciembre
	2008
	EJ-DIR-346-2007
	095-07 del 18 de diciembre de 2007, artículo XXX

	María Ester Brenes Villalobos
	01 enero
	31 diciembre
	2009
	EJ-DIR-381-2008
	097-08 del 16 de diciembre de 2008, artículo LXII

	María Ester Brenes Villalobos
	01 enero
	31 diciembre
	2010
	EJ-DIR-268-2009

EJ-DIR-145-2010
	110-09 del 8 de diciembre de 2009, artículo XLIV

054-10 del 27 de mayo de 2010, artículo XLV

	María Ester Brenes Villalobos
	01 enero
	31 diciembre
	2011
	EJ-DIR-301-2010

EJ-DIR-115-2010
	111-10 del 21 de diciembre de 2010, artículo LIII

52-11 del 8 de junio de 2011, artículo XXXIV



	María Ester Brenes Villalobos
	01 enero
	31 diciembre
	2012
	EJ-DIR-258-2011

EJ-DIR-89-2012
	104-11 del 13 de diciembre de 2011, artículo XXXVI

59-12 del19de junio de 2012, artículo XXXIV

	María Ester Brenes Villalobos
	01 enero
	31 diciembre
	2013
	EJ-DIR-219-2012

EJ-DIR-65-2013
	109-12 del 18 de diciembre de 2012, artículo XLII

047-13 del 09 de mayo de 2013, artículo XXIII

	María Ester Brenes Villalobos
	01 enero
	30 junio
	2014
	EJ-DIR-237-2013
	115-13 del 17 de diciembre de 2013, artículo XLI

	María Rosa Castro García
	01 abril
	5 abril 
	2013
	EJ-DIR-038-2013 
	25-13 de 14-3-2013, art. XXIII

	Maribel Seing Murillo
	21 enero 
	31 diciembre
	2008
	EJ-DIR-346-2007
	095-07 del 18 de diciembre de 2007, artículo XXX

	Maribel Seing Murillo
	01 enero
	31 agosto
	2009
	Ej-dir-385-2008
	098-09 de 18-12 de 2008, art. LX

	Maribel Seing Murillo
	18 marzo
	13 diciembre
	2013
	EJ-DIR-030-2013

EJ-DIR-085-2013

EJ-DIR-137- 2013
	023-13. Art. XXVIII,

059-2013. Art. LXXV 

081-13. ART. LXVII



	Mauren Jiménez Gómez
	20 setiembre
	17 diciembre
	2010
	EJ-DIR-220-2010
	83-10. ART. XXVIII 



	Mauren Jiménez Gómez
	10 enero
	01 abril
	2011
	EJ-DIR-306-2010
	112-10. ART. LXXXV 



	Omar Vargas Rojas
	01 enero
	31 diciembre
	20009
	EJ-DIR-381-2008
	097-08 del 16 de diciembre de 2008, artículo LXII

	Omar White Ward
	14 agosto 
	10 noviembre 
	2006
	EJ-DIR-192-2006
	057-06 del 03 de agosto de 2006, artículo LX

	Rafael Sanabria Rojas
	30 setiembre
	12 octubre
	2013
	Ej-dir-168-2013
	089-13. Art. XXXVI



	Robert Camacho Villalobos
	21 enero
	31 diciembre
	2008
	EJ-DIR-346-2007

EJ-DIR-170-2008
	095-07 del 18 de diciembre de 2007, artículo XXX

033-08 del 06 de mayo de 2008, artículo XXXVII

	Robert Camacho Villalobos
	01 enero
	31 diciembre
	2009
	EJ-DIR-381-2008
	097-08 del 16 de diciembre de 2008, artículo LXII



	Robert Camacho Villalobos
	01 enero
	31 diciembre
	2010
	EJ-DIR-268-2009

EJ-DIR-145-2010
	110-09 del 8 de diciembre de 2009, artículo XLIV

054-10 del 27 de mayo de 2010, artículo XLV

	Robert Camacho Villalobos
	01 enero
	31 diciembre
	2011
	EJ-DIR-301-2010

EJ-DIR-115-2010
	111-10 del 21 de diciembre de 2010, artículo LIII

52-11 del 8 de junio de 2011, artículo XXXIV

	Robert Camacho Villalobos
	01 enero
	31 diciembre
	2012
	EJ-DIR-258-2011

EJ-DIR-89-2012
	104-11 del 13 de diciembre de 2011, artículo XXXVI

59-12 del19de junio de 2012, artículo XXXIV

	Robert Camacho Villalobos
	01 enero
	31 diciembre
	2013
	EJ-DIR-219-2012

EJ-DIR-65-2013
	109-12 del 18 de diciembre de 2012, artículo XLII

047-13 del 09 de mayo de 2013, artículo XXIII

	Robert Camacho Villalobos
	01 enero
	30 junio
	2014
	EJ-DIR-237-2013
	115-13 del 17 de diciembre de 2013, artículo XLI

	Rosaura García Aguilar
	01 febrero
	24 diciembre
	2007
	EJ-DIR-027-2007

EJ-DIR-198-2007

EJ-DIR-214-2007

EJ-DIR-269-2007
	07-07 del 30 de enero de 2007, artículo LIX

048-07 del 28 de junio de 2007, artículo L

55-07 del 31 de julio de 2007, artículo XLV

064-07 del 30 de agosto de 2007, artículo LXXIV

069-07 del 18 de setiembre de 2007, artículo XXXIII

	Rosaura García Aguilar
	07 enero
	19 diciembre
	2008
	EJ-DIR-346-2007

EJ-DIR-346-2007

EJ-DIR-346-2007
	095-07 del 18 de diciembre de 2007, artículo XXX

095-07 del 18 de diciembre de 2007, artículo XXX

095-07 del 18 de diciembre de 2007, artículo XXX

	Rosaura García Aguilar
	01 enero
	31 diciembre
	2009
	EJ-DIR-381-2008
	097-08 del 16 de diciembre de 2008, artículo LXII

	Rosaura García Aguilar
	01 enero
	31 diciembre
	2012
	EJ-DIR-258-2011

EJ-DIR-89-2012
	104-11. art. XXXVI

59-12. art. XXXIV

	Rosaura García Aguilar
	01 enero
	31 diciembre
	2013
	EJ-DIR-219-2012

EJ-DIR-65-2013
	109-12 del 18 de diciembre de 2012, artículo XLII

047-13 del 09 de mayo de 2013, artículo XXIII

	Rosaura García Aguilar
	01 enero
	30 junio
	2014
	EJ-DIR-237-2013
	115-13 del 17 de diciembre de 2013, artículo XLI

	Ruth Alpizar Rodríguez
	09 abril
	06 julio
	2012
	Ej-Dir-029-2012
	017 de 23-02-2012, art XXXVI

	Ruth Alpizar Rodríguez
	12 agosto
	04 octubre
	2013
	Ej-Dir-224-2012
	22 de 07-03-2013, art. XLI

	Ruth Alpízar Rodríguez
	03 agosto
	01 diciembre
	2006
	EJ-DIR-483-2005
	101-05 de  22-12-2005, art. VIII

	Ruth Alpízar Rodríguez
	19 mayo
	22 agosto
	2008
	EJ-DIR-89-2008
	016-08 de  28-2-2008, art. XXX

	Ruth Alpízar Rodríguez
	6 setiembre
	17 setiembre
	2010
	EJ-DIR-196-2010
	078 de 26-08-2010 , art. XVI

	Ruth Alpízar Rodríguez
	14 octubre
	01 noviembre
	2013
	Ej-Dir-17-2013

CMEF-SP-20-2013
	098 de 17-10-2013, art. XXXV

	Ruth Alpízar Rodríguez 
	18 mayo
	14 agosto
	2009
	EJ-DIR-58-2009
	45-5 de 5-5-2009, art. XXXII

	William Serrano Baby
	06 setiembre
	24 diciembre
	2010
	Ej-dir-206-2010

EJ-DIR-254-2010
	079-10. art. XXXIII

095-10. art. XXXIX 

	William Serrano Baby
	10 enero
	16 diciembre
	2011
	EJ-DIR-306-2010

EJ-DIR-60-2011

EJ-DIR-156-2011
	112-10. ART. LXXXV 

028-2011. art. XXXV

066-11. Art. XIV



	William Serrano Baby
	09 enero
	31 diciembre
	2012
	EJ-DIR-261-2011

EJ-DIR-110-2012

EJ-DIR-143-2012

EJ-DIR-194-2012
	107-11, del 22-12-11, Art LI

063-2012. Art. XXXIV

071-2012.- art XXXIII

090-2012. At. XXXII

	William Serrano Baby
	01 enero
	20 diciembre
	2013
	EJ-DIR-225-2012
	006-13.Art LII


-0-
Documento Reglamento de Personas Facilitadoras, que contiene  cuadro en donde se incorporan las observaciones las unidades de capacitación.
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Miércoles 12 de marzo del 2014.

	Artículo 
	Escuela Judicial
	Defensa Pública
	Ministerio Público
	Gestión Humana
	Organismo de Investigación Judicial

	ARTÍCULO 1: Para los efectos de este Reglamento, se considera persona facilitadora a quien ejerza funciones de enseñanza, investigación, extensión y otras actividades académicas que formen parte de los procesos de formación y capacitación de la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación del Ministerio Público, la Defensa Pública, el Organismo de Investigación Judicial, el Departamento de Gestión Humana y cualquier otra que en el futuro sea creada en el Poder Judicial.
	El artículo responde a las particularidades de trabajo de la Escuela Judicial.


	Se solicita que no se haga aun el cambio en el título porque eventualmente este reglamento no sería de aplicación en Defensa Pública.

La expresión “otras actividades académicas” resulta muy amplia y de conformidad con lo que más adelante se verá –en relación con el artículo 2–, podría generar confusiones o analogías que se traducirían en interpretaciones extensivas.
	Cambiar el nombre del reglamento, incluir Unidades de Capacitación.
	Cambiar el nombre del reglamento, incluir Unidades de Capacitación.


	Cambiar el nombre del reglamento, incluir Unidades de Capacitación.

	ARTICULO 2: Para efectos del presente reglamento, se entiende por actividad académica, toda aquella acción realizada dentro del marco de los procesos de formación y capacitación del Poder Judicial, tales como diagnósticos de necesidades de capacitación, elaboración de macroprogramaciones, diseño de actividades académicas, ejecución de procesos de formación, elaboración y ejecución de actividades de verificación de competencias, realización de procesos de evaluación de impacto de la capacitación, desarrollo de investigaciones, elaboración de informes, materiales escritos o audiovisuales con fines didácticos, y cualesquiera otras tareas que permitan un enriquecimiento de las labores propias de la Escuela Judicial y de las Unidades de Capacitación.
	Revisar la redacción del artículo y su relación con el artículo 1.
	Por la forma en la que está conceptualizada la “actividad de capacitación”, surge la duda de si la aplicación de diagnósticos de necesidades de capacitación, la macroprogramación o la formulación de los diseños curriculares, constituyen realmente actividades en las que participan personas facilitadoras de acuerdo con la categorización que se hace en el artículo 6. 

Es cierto que dentro de los procesos de capacitación, la aplicación de diagnósticos, la macro y la microprogramación son fundamentales, pero al menos en la Defensa Pública, estas acciones las realizan las personas que de por sí forman parte de la Unidad de Capacitación. Una interrogante que podría plantearse sobre este punto, por ejemplo sería: ¿un gestor de capacitación o un profesional en métodos de enseñanza podrían considerarse personas facilitadoras de una actividad de capacitación de acuerdo con los artículos 2 y 6?
	Revisar la redacción del artículo y su relación con el artículo 1
	Revisar la redacción del artículo y su relación con el artículo 1.
	Revisar la redacción del artículo y su relación con el artículo 1

	ARTÍCULO 3: La persona facilitadora debe reunir habilidades profesionales y humanas relativas a su área de especialidad, además de capacidad de análisis, de diálogo, de trabajo en equipo, creatividad y proactividad, aptitud para motivar y facilitar la búsqueda de soluciones y para propiciar y fomentar el liderazgo con actitud emprendedora. 
	Aplicación de pruebas por competencias para definir los perfiles, lo que dificultaría que se aceptara prestar servicio como persona facilitadora.
	Artículo 3:
En relación con las habilidades profesionales y humanas, la inquietud emergente es cómo podrían valorarse cuestiones tan específicas y tan subjetivas como por ejemplo el diálogo o la creatividad –solo por mencionar dos de las que están contenidas en la propuesta de Reglamento–, además, para determinar todas estas características, prácticamente habría que realizar entrevistas previas a las personas facilitadoras, lo cual generaría un embotellamiento en la construcción de los procesos de capacitación; pero yendo más allá, ni siquiera a partir de las entrevistas se podría escoger a estas personas, sino que la Unidad tendría que hacer una nómina y remitirla al Consejo Directivo para que sea allí donde se tome la decisión final. 

No puede dejar de mencionarse que dependiendo de las características y de la ideología de cada instancia de capacitación, los perfiles de las personas facilitadoras cambian y por ello es que la universalización de estas competencias (loables, sin duda) a través de un Reglamento, no aplicaría por completo.
	Observaciones se encuentran en el artículo 5.
	El artículo es deseable que no quede en imperativo “debe”, sino en aspectos deseables.

Contemplar habilidades técnicas y administrativas en el área en que se desempeñan.
	La prueba en su experiencia implica una “resistencia” para aceptar la invitación.

	ARTÍCULO 4: La persona facilitadora prestará sus servicios de acuerdo con los estatutos, reglamentos, políticas, normas, procedimientos y lineamientos generales del Poder Judicial, así como con los lineamientos específicos de la Escuela Judicial o de las Unidades de Capacitación. Dependerá para ello de la estructura académica donde se encuentre definida la actividad académica donde ha sido designada, sea en la Escuela Judicial o las Unidades de Capacitación.


	Sin observaciones.
	Sin observaciones.
	Sin observaciones.
	Sin observaciones
	Sin observaciones.

	ARTÍCULO 5: Para pertenecer al equipo de personas facilitadoras de la Escuela Judicial y de las Unidades de Capacitación se requiere:

Haber obtenido título de licenciatura en el área correspondiente a su ejercicio profesional, o un título que le habilite para el desempeño del área técnica respectiva.

Poseer experiencia profesional en el área de su competencia por un tiempo no menor de cinco años.
Haber sido capacitada en metodología para la enseñanza de personas adultas, así como en enfoques pedagógicos. En caso de no contar con dicha formación previa, la Escuela Judicial o la Unidad de Capacitación respectiva deberá brindársela en los seis meses siguientes a su designación como persona facilitadora.

Preferiblemente, haber realizado en los tres años previos, labores de docencia, investigaciones o publicaciones relacionadas con su quehacer profesional y con el área en la que aspira ser facilitador o facilitadora.
	El artículo no responde a las necesidades de las diferentes unidades de capacitación.
	Artículo 5:
En relación con el inciso 1, si bien es importante que se soliciten títulos universitarios o habilitantes que avalen la condición de la persona facilitadora, igualmente podría darse el caso de que la Unidad de Capacitación requiera de la participación de personas conocedoras de temas diversos y que no necesariamente ostenten títulos. Para poner un ejemplo, en otras ocasiones la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública ha ofrecido actividades formativas o de sensibilización con la participación de personas indígenas como expositoras, entonces, ¿habría que solicitarles títulos universitarios o de habilitación a estas personas?

En cuanto al inciso 2, la duda que se yergue es qué pasaría por ejemplo en aquellos casos en los que por un interés institucional se requiera de la participación de una persona con menos de esos 5 años de experiencia en su ámbito de competencia (verbigracia alguien que recién termina un postgrado o una especialización). Esta sería una exigencia comprensible por ejemplo para facilitadores titulares o adjuntos, pero en la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública, en la actualidad, no se encuentran personas que cumplan con esas características propias.

Sobre el inciso 3 debe cuestionarse que pasaría en aquellos casos en donde las actividades sean meramente de sensibilización o vivenciales y que no necesariamente requieran de una experiencia previa en metodología o en educación de adultos. En relación con este punto, debe valorarse que justo para situaciones como estas es que las Unidades cuentan con profesionales en métodos de enseñanza, capaces de dar acompañamiento o asesoría curricular a las personas facilitadoras.
	Inciso primero no están de acuerdo en que se exija el título de Lic.

No se está de acuerdo en la cantidad de años que se exige como experiencia.

Punto 4: No está de acuerdo en los años de experiencia en docencia.

Esto tiene relación con las categorías de las personas facilitadoras, que en nuestro caso se clasifican como Personas Facilitadoras Invitadas.


	Artículo excluyente, porque no toda la experiencia o habilidad tiene un título.
	Puntos 1, 2 y 4 son una limitación, porque no necesariamente debe contar con esta experiencia. 

	ARTÍCULO 6: Dentro de las personas facilitadoras que colaboran con la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación, se establecen las siguientes categorías:

1. Persona facilitadora titular: Hace referencia a toda persona, funcionaria del Poder Judicial, cuyo puesto no se encuentre adscrito a la Escuela Judicial o a las Unidades de Capacitación, que dedique la totalidad de su jornada laboral, exclusivamente a la realización de actividades académicas, según las define este Reglamento, por un período superior a los tres meses. El período máximo que podrá una persona facilitadora desempañarse de manera titular será de cuatro años consecutivos, si la complejidad del programa o programas en que se desempeña, así lo exigen. 

2. Persona facilitadora adjunta: Se refiere a la persona, funcionaria del Poder Judicial, cuyo puesto no se encuentre adscrito a la Escuela Judicial o a las Unidades de Capacitación, que dedique la totalidad de su jornada laboral, exclusivamente a la realización de actividades académicas, según las define este Reglamento, por un período inferior a tres meses. 

3. Persona facilitadora invitada: Se refiere a la persona facilitadora que de manera paralela al desempeño de su puesto laboral, contribuye con la Escuela Judicial o con las Unidades de Capacitación en la realización de las diferentes actividades académicas.

4. Persona facilitadora externa: Se refiere a la persona facilitadora que no labora de manera ordinaria para el Poder Judicial, y actividades académicas a la Escuela Judicial o a las Unidades de Capacitación, sea de manera permanente o temporal, remunerada o gratuitamente.
5. Persona facilitadora interna: Se refiere a la persona facilitadora que, a su vez, es funcionaria de la Escuela Judicial o de una Unidad de Capacitación y que realiza actividades académicas, según las define este Reglamento, como un servicio adicional.


	Indicar que esto no aplica con la colaboración nacional e internacional que ofrecen gratuitamente sus servicios de formación.
	Artículo 6:
Es probable que la categorización de las personas facilitadoras aplique para la Escuela Judicial, sin embargo no es acorde con la actual forma de trabajar de la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública; salvo si se llegara a considerar que los profesionales en métodos de enseñanza o los gestores de capacitación son personas facilitadoras titulares, sin embargo, esta no parece ser la interpretación que hay que darle al artículo.

Hay que considerar además que en el oficio 1651-2014 del Consejo Superior (que fue puesto en conocimiento del Consejo Directivo), se acordó que el máximo de tiempo por el cual pueden otorgarse permisos para el desempeño de la docencia en la Escuela Judicial, es de dos años.

Indicar que esto no aplica con la colaboración nacional e internacional que ofrecen gratuitamente sus servicios de formación.


	No aplica el inciso 1 y 2, porque la mayoría son invitados.

Habla de la persona facilitadora externa, caso del FIU, ya que se trata de cooperación externa internacional y nacional

Contradictorio el artículo 6 inciso 1 con lo que establece  el oficio 1651-2014 del Consejo Superior.
	Inciso 1 y 2 eliminarse la palabra “funcionaria” sustituirla por “servidores y servidoras judiciales”, para ue se acorde con la Ley Orgánica.


	Indicar que esto no aplica con la colaboración nacional e internacional que ofrecen gratuitamente sus servicios de formación. (SICA)

	ARTICULO 7: Para la selección de las personas facilitadoras titulares, adjuntas, invitadas y externas, la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación, en vista de las actividades académicas a desarrollar el año siguiente, realizarán en cuarto trimestre de cada año, un proceso a lo interno del Poder Judicial, de reclutamiento de personas oferentes, con la finalidad de conformar un banco de datos de posibles personas facilitadoras.

Dicho proceso deberá realizarse de manera abierta y pública a todo el personal judicial, especificando las áreas académicas a abarcar, así como los requisitos de selección objetivos que respondan a las necesidades académicas concretas.

Corresponderá a la persona directora de la Escuela Judicial o a la persona encargada de cada Unidad de capacitación, en conjunto con el personal a su cargo, realizar el análisis y calificación de las personas oferentes y comunicar al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en el mes de diciembre, una nómina de las personas preseleccionadas.
El Consejo Directivo definirá la lista definitiva de personas facilitadoras a partir de quienes conformen esa nómina.
El Consejo Directivo, podrá delegar en la Dirección de la Escuela Judicial, o en las jefaturas de las Unidades de Capacitación, la designación directa de las personas facilitadoras invitadas, cuando así lo estime procedente.

	Los órganos superiores han seguido la tendencia hacia la simplificación administrativa y este artículo es un retroceder en esta tendencia, se torna burocrático el proceso.
	 Artículo 7:
El proceso de selección establecido es sumamente abierto y podría generar desavenencias en los casos de actividades académicas de corta duración (por ejemplo las que tienen una extensión de 8 horas o en las videoconferencias que incluso duran menos), además de que implicaría muchos más procedimientos administrativos y en consecuencia más tiempo para la definición de la macro y de la microprogramación anual. 

En cuanto al plazo de realización de este proceso de selección, es criterio de la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública que no sería factible el cuarto trimestre del año porque es justo en esos meses en los que ya hay que presentar, para las aprobaciones correspondientes, los planes de capacitación debidamente elaborados.

Véase además que hasta la fecha, prácticamente el 100% de las actividades de capacitación que se programan en la Defensa Pública están a cargo de lo que según la propuesta de Reglamento, serían personas facilitadoras invitadas y externas, de modo que establecer pautas de selección como las que se señalan, podría generar más bien efectos de disuasión para aceptar invitaciones.

Por último y lo más importante, con todo respeto, la Defensa Pública no puede compartir la premisa de que deba ser el Consejo Directivo de la Escuela Judicial quien determine al final de cuentas y con base en las nóminas de preselección, las personas facilitadoras que impartirían las actividades de capacitación, ya que como se mencionó antes, este es un tema que depende de las necesidades institucionales, motivo por el cual, tratarlo de otra manera sería contrario a lo que establece el artículo 150 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en cuanto a la independencia funcional de la Defensa Pública.

En relación con lo expuesto en el párrafo precedente, es fundamental que se considere que la selección de las personas facilitadoras es un proceso que debe responder a las necesidades propias –y por lo general, inmediatas– de la Unidad, pero este debe ser un proceso interno, pues el centro de acción es la misma Defensa Pública en sus distintas materias y poblaciones. 
	En razón de que lo que prevalece en la unidad es la persona facilitadora invitada, este artículo  entraba y burocratiza su selección.


	No aplica por lo escaso del recurso de personas facilitadoras, por lo que aplicar el proceso para un permiso no tendría sentido.

Delimitarlo a un período específico porque es muy escaso.

Los órganos superiores han seguido la tendencia hacia la simplificación administrativa y este artículo es un retroceder en esta tendencia, se torna burocrático el proceso.
	Los órganos superiores han seguido la tendencia hacia la simplificación administrativa y este artículo es un retroceder en esta tendencia, se torna en un proceso democrático.

	No se consignó un artículo 8.
	Revisar numeración
	Revisar numeración
	Revisar numeración
	Revisar numeración
	Revisar numeración

	ARTÍCULO 9:  La ubicación de las personas facilitadoras, en las áreas, programas, módulos o proyectos corresponderá a las jefaturas de la Escuela Judicial o de las Unidades de Capacitación.
	Sin observaciones.
	 Artículo 9:
Sin observaciones.
	Sin observaciones.
	Sin observaciones
	Sin observaciones.

	ARTÍCULO 10: Las personas facilitadoras tendrán derecho a:

· Recibir oportunidades para asistir a seminarios, cursos y otras actividades de interés para la Institución, de acuerdo con la disponibilidad de estas.

· Que se le reconozca la actividad docente y las publicaciones realizadas, de conformidad con la normativa del sistema de Carrera Judicial y Carrera Profesional del Poder Judicial.
· Que se les garantice ejercer su labor docente con plena libertad de cátedra, sujeto a las normas y políticas establecidas en este reglamento, así como aquellas otras que rigen el funcionamiento de la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación.

· Conocer los resultados de la evaluación de su desempeño y ser retroalimentado en este sentido de conformidad con lo establecido en los procedimientos internos de la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación

· Opinar, proponer o sugerir, aspectos que contribuyan con los procesos de formación y capacitación a los que se dedica la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación.
	Definir lo que se entiende por “libertad de cátedra”, ya que en su nombre se deja lado las políticas institucionales y el enfoque pedagógico.
	 Artículo 10:
Con respecto al inciso 1, se considera inadecuado que si una persona fue nombrada o se categorizó como facilitadora titular o adjunta, pueda asistir a capacitaciones mientras se encuentra en el período de nombramiento, puesto que se supone prima fascie que para recibir ese puesto o título, ya debía estar debidamente capacitada. 

Sobre el inciso 3, resulta de relevancia que se analice si esto aplica para la capacitación judicial, ya que sería una analogía de la educación universitaria y aunado a ello, es preciso apuntar que la persona facilitadora debe responder  a las políticas o lineamientos que se establecen en la Unidad respectiva.
	Definir lo que se entiende por “libertad de cátedra”, ya que en su nombre se deja de lado las políticas institucionales y el enfoque pedagógico.
	Definir lo que se entiende por “libertad de cátedra”, ya que en su nombre se deja lado las políticas institucionales y el enfoque pedagógico.

El inciso 5 no es necesario porque se sobrentiende que las personas facilitadoras tienen este derecho.
	Definir lo que se entiende por “libertad de cátedra”, ya que en su nombre se deja lado las políticas institucionales y el enfoque pedagógico.

	ARTÍCULO 11: Las personas facilitadoras tienen las siguientes obligaciones:

Impartir las clases presenciales, a distancia y en línea que le sean asignadas por la Escuela Judicial o las Unidades de Capacitación, conforme a los requerimientos establecidos.

Cumplir con los manuales de procedimientos establecidos por la Escuela Judicial o las Unidades de Capacitación, así como con la normativa académica y evaluativa que rige los procesos de capacitación del Poder Judicial.

Asistir y participar en las actividades de inducción y capacitación que enriquezcan su función como persona facilitadora, a los que sean requeridos por la Escuela Judicial o las Unidades de Capacitación.

Realizar devoluciones adecuadas a quienes participan de las actividades de capacitación, de la mano con la evaluación, enriqueciendo con ello el proceso formativo de la población participante.

Aplicar los procedimientos de investigación, diseño, ejecución, medición y evaluación definidos por la Escuela Judicial o las Unidades de Capacitación.
Actuar, en todo momento, en estricto apego a las normas que rigen el funcionamiento del Poder Judicial.
Salvaguardar los bienes y garantizar el uso y tratamiento adecuados de los recursos materiales y tecnológicos a disposición de los procesos de capacitación.
	
	Artículo 11:
Sin observaciones.
	Sin observaciones
	Sin observaciones
	Sin observaciones

	ARTÍCULO 12: La Dirección de la Escuela Judicial o las jefaturas de las Unidades de Capacitación, presentarán en el mes de diciembre, al Consejo Directivo de la Escuela Judicial un informe de la labor desempeñada por las personas facilitadoras titulares y adjuntas a lo largo del año que finaliza.

Los criterios para la Evaluación de las personas facilitadoras serán:

· Cantidad y características de las actividades académicas realizadas.

· Cumplimiento con sus obligaciones de asistencia, puntualidad, atención a las personas participantes, discusión de programas y actividades, niveles de exigencia.

· Uso y entrega de materiales didácticos: bibliografía, documentación, materiales de estudios, equipos audiovisuales, soportes tecnológicos.

· Capacidad metodológica y dominio de la asignatura: aplicación del enfoque metodológico de la Escuela Judicial en sus módulos o cursos.
· Clima respetuoso y armonioso tanto con quienes son participantes como con sus colegas y el personal de apoyo de cada actividad de formación.
· Actitud proactiva para la mejora del proceso de enseñanza–aprendizaje mediante la sugerencia de bibliografía actualizada, contenidos acordes con la función que se desempeña o bien su relación con áreas que requieren ser fortalecidas.
	Homologar los criterios de evaluación entre las diferentes unidades de capacitación.
	Artículo 12:
Este es un artículo que aplica principalmente para la Escuela Judicial, ya que como se ha venido señalando a lo largo del documento, al menos en la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública, la gran mayoría de las personas facilitadoras tendrían que ser catalogadas como invitadas o externas y no hay concursos para que se nombren personas facilitadoras por plazos definidos como sí ocurre en la Escuela Judicial.


	No aplica porque solo se tienen personas facilitadoras invitadas y externas.
	Que la Escuela provea un instrumento de evaluación para normalizar el proceso. Considerando actitud proactiva, clima respetuoso y armonioso, definiendo estos criterios.
	Que la Escuela provea un instrumento de evaluación para normalizar el proceso. Considerando actitud proactiva, clima respetuoso y armonioso, definiendo estos criterios.
La evaluación del desempeño de las personas facilitadoras debe corresponder a lo interno de las unidades de capacitación,

	Observaciones Generales:
Considerar los aportes realizados por cada una de las instancias porque ha habido un encuentro de coincidencias dentro de realidades que son distintas pero responden a una colectividad.

Cambiar el nombre del reglamento, incluir Unidades de Capacitación.

Se recomienda elaborar apartados para cada una de las unidades de capacitación para dar respuesta a sus particularidades.

Se valore la posibilidad de que en lugar de un reglamento se generen directrices a partir de la Escuela Judicial como ente rector, pero valorando las particularidades de cada unidad de capacitación.

Los requisitos que se señalan en el artículo 5 responden más al personal docente de la Escuela Judicial.

Para Defensa Pública, así como se presenta el Reglamento no les es aplicable.
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Oficio n° 1651-14 del 19 de febrero de 2014, de la  Sra. Catalina Conejo Valverde, prosecretaria general, suscrito al Dr. Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial, en donde se comunica el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 8-14 del 30 de enero del año en curso, ARTÍCULO XLIV que dice:
a. “Informa la Integrante Conejo y el Integrante López que han recibido comunicaciones de profesionales del Poder Judicial que laboran en diferentes áreas  y que tienen interés en la docencia y les han externado la posibilidad de ser nombrados para impartir capacitaciones en la Escuela Judicial.

b. Se acordó: 1) Tomar nota de lo informado por la Integrante Conejo y el Integrante López. 2) Deberá la Escuela Judicial tomar las previsiones para que a partir de julio del año en curso, las designaciones del personal docente de esa Escuela se haga por medio de concursos institucionales, en que se fijen los requisitos oportunos, de modo que se  garantice la participación y el acceso amplio de funcionarios y funcionarios. 3) Tome nota la Escuela Judicial de que el período máximo por el que se otorgará permiso con goce de salario a una persona  para el  desempeño de la docencia en la Escuela Judicial  será  de dos años, con el fin de que tanto la Judicatura como la referida Escuela aprovechen las experiencias para el enriquecimiento de sus respectivas áreas y sea un estímulo para los servidores y servidoras que tengan vocación para la enseñanza.”
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En cuanto al acuerdo del Consejo Superior referente a que no se prorrogue los nombramientos de los docentes de la Escuela Judicial, por más de dos años, las y los integrantes de este Consejo, estiman que lo  recomendable es un período mayor,  ya que antes se debe instruir a la persona en la elaboración del diseño curricular (estrategias de enseñanza-aprendizaje y estrategias de evaluación en el enfoque metodológico por competencias de la Escuela Judicial). Se señaló que lo recomendable es un período de cuatro a cinco años para el desempeño como docente en la Escuela Judicial. 
Para renovar la totalidad del cuerpo docente de la Escuela Judicial, se propone que las sustituciones se realicen de manera periódica, conforme un mecanismo que propondrá a este Consejo Directivo el Director de la Escuela Judicial. Dicha propuesta contendrá las bases de los futuros concursos abiertos para la designación de especialistas en contenido, así como la formación que deberá  dárseles.
El M.Sc. Francisco Arroyo Meléndez,  estima que la anterior propuesta de concurso, es válida para el tipo de capacitación de la Escuela Judicial (especialista en contenido), no así para el Departamento de Gestión Humana,  puesto que sus capacitaciones son muchas veces sobre temas técnicos, que no responden a un conocimiento profesional, impartidos en períodos muy cortos. 
Los representantes del Ministerio Público y la Defensa Pública aducen que, por normas de funcionamiento, cuentan con independencia funcional, por lo que estiman no se les puede aplicar las mismas reglas relativas a la Escuela Judicial. La Mag. Dra. Doris Arias Madrigal y el Dr. Marvin Carvajal Pérez, consideran que debe existir una norma de actuaciones transparente y de rectoría, aplicable para todos.  

Igualmente, se considera que lo más oportuno es la creación de políticas o directrices básicas para las personas facilitadores, en vez de un reglamento. 

-0-

SE ACUERDA:  1.) Comisionar al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, para que elabore un borrador de recurso de reconsideración contra el acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial, tomado en su sesión N° 8-14 de 30 de enero del año en curso, ARTÍCULO XLIV, sobre la sustitución de especialistas en contenido.  En ella deberá exponer las razones por las que se considera que el plazo señalado no es el conveniente y se planteen reglas para la selección, formación y sustitución de las personas docentes de la Escuela Judicial.  2.)  La Escuela Judicial facilitará pondrá a disposición de las Unidades de Capacitación,  los cursos virtuales que ha diseñado para la formación de las y los especialistas en contenido, para que las Unidades los repliquen. La M.Sc. Marisol Barboza Rodríguez  brindará una inducción a las personas especialistas encargadas de replicar este curso en las Unidades de Capacitación. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO IV
Oficio n° 9870-DE-2013 del 06 de noviembre del 2013 del Sr. Alfredo Jones León, director ejecutivo, suscrito al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial y con copia a la Dra. Mag. Doris Arias Madrigal, presidenta del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, que dice: 
“En atención al contenido de su correo de 29 de octubre del 2013, dando respuesta al oficio de esta Dirección N° 9585-DE-2013, muy atentamente, me permito comunicar a usted, que aunque se respeta su criterio, esta Dirección mantiene el suyo y por tanto, estima que no es equivocada la afirmación -no la apreciación- de que con el manejo actual de los dineros que se depositan en la cuenta corriente N° 183578-5 del Centro de Estudios y Capacitación Judicial para Centroamérica, se puede estar en presencia de un manejo extra presupuestario de esos dineros, por cuanto en esa cuenta solamente se están depositando los dineros provenientes de la transferencia que hace el Poder Judicial al citado Centro.

La intención de hacer de su conocimiento esta situación, es para los fines que usted estime pertinentes y no de causar molestia alguna, dado que esta inquietud la viene planteando esta Dirección, desde hace varios años y en su oportunidad, se argumentó que como en la cuenta se depositaban dineros de diferentes países, se solventaba la situación.”
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Correo electrónico del 11 de noviembre del 2013, de la  Mag. Dra. Doris Arias Madrigal, presidenta del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, suscrito al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, con copia al Lic. Alfredo Jones León, director Ejecutivo, que dice:

Asunto: RV: Oficio N° 9870-DE-2013 de la Dirección Ejecutiva

Estimado Don. Marvin y Don. Alfredo: Vista esta nota en la que se discute un tema presupuestario del Centro de Estudios y Capacitación Judicial para Centroamérica.  Le agradecería que veamos este tema en el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, si esto no nos corresponde como Consejo Directivo, que lo digamos expresamente ahí y que sea la Corte la que defina el punto. Esto para los efectos de la Ley de control interno, siendo el referido Consejo Superior jerárquico y responsable de la rectoría de la Escuela judicial.

Agradezco a don Alfredo nos remita los antecedentes para poder conocer el tema esta semana en el Consejo Directivo.
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Correo electrónico del 12 de noviembre del 2013, de la  Sra. Ana Eugenia Romero Jenkins, subdirectora ejecutiva, suscrito a la Mag. Dra. Doris Arias Madrigal, presidenta del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, con copia al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, que dice: 
Buena tarde doña Doris.  Un gusto saludarla. Remito los antecedentes escaneados. Están ordenados de la diligencia más reciente a la más antigua.
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De: Marvin Carvajal Pérez . u o

Enviado el: martes, 29 de octubre de 2013 12:01 £

Para: Andrea Lopez Carballo

CC: Doris Arias Madrigal, Nancy Hernandez Lopez; Zarela Villanueva Monge, Roman Sohs
Zelaya;, Rebeca Guardia Morales \;,

Asunto: RE: Oficio N° 9585-DE-2013 de la Direccion Ejecutiva

Estimado don Alfredo:

Espero se encuentre muy bien. Me parece que se equivoca en su apreciacion, ya que todos los gastos que se
hacen en el Centro, son para el Centro, es decir, se trata de gastos regionales, no nacionales. Como le informé hace
poco, el presupuesto del Centro ha sido alimentado hasta ahora, por una transferencia anual del Poder judicial, pero
precisamente el Consejo Judicial Centroamericano tiene en agenda para su proxima sesion ordinaria, el establecimiento
de un sistema de cuotas para todos los paises participantes, que permita dar sostenibilidad econdmica al Centro. Es una
lastima que su inquietud no hubiera surgido desde hace mas de una década, en que los fondos del Centro se han

manejado de esta misma forma. De lo contrario, quizas ya habriamos salido de la duda. En todo caso, podemos hacer la
consulta formal, para evitar malos entendidos.

Reciba de mi parte un cordial saludo,

Marvin Carvajal Pérez

Director E

Centro de Capacitacion Judicial para Centroaméricay-eteari ' '

P .J P o mert i1 | Ar%va {
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De: Andrea Lopez Carballo

Enviado el: Martes, 29 de Octubre de 2013 08:39 a.m.
Para: Marvin Carvajal Pérez

CC: Doris Arias Madrigal

Asunto: Oficio N° 9585-DE-2013 de la Direccién Ejecutiva

<Archivo: 9585 Esc. Judicial.rtf >>
Buen dia,

Con instrucciones superiores del licenciado Alfredo Jones Ledn, Director Ejecutivo, remito oficio N° 9585-DE-2013, para
que se haga del conocimiento del licenciado Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial.

Atentamente,

k g
R T




Correo electrónico del 27 de enero del 2014, de la  Mag. Dra. Doris Arias Madrigal, presidenta del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, suscrito a la Dra. Zarela Villanueva Monge, presidenta de la Corte Suprema de Justicia, con copia al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial y al Lic. Alfredo Jones León, director Ejecutivo, que dice:
Estimada Dña. Zarela:   Reciba un atento saludo.  

El pasado 13 de enero 2014, tuvimos oportunidad de comentar sobre el tema del oficio 9870-DE-2013, relativo al manejo del Centro de Estudios y Capacitación Judicial para Centroamérica que reza así:
“En atención al contenido de su correo de 29 de octubre del 2013, dando respuesta al oficio de esta Dirección N° 9585-DE-2013, muy atentamente, me permito comunicar a usted, que aunque se respeta su criterio, esta Dirección mantiene el suyo y por tanto, estima que no es equivocada la afirmación -no la apreciación- de que con el manejo actual de los dineros que se depositan en la cuenta corriente N° 183578-5 del Centro de Estudios y Capacitación Judicial para Centroamérica, se puede estar en presencia de un manejo extra presupuestario de esos dineros, por cuanto en esa cuenta solamente se están depositando los dineros provenientes de la transferencia que hace el Poder Judicial al citado Centro”.
Le comenté, que el tema lo llevé al seno del Consejo Consultivo de la Escuela Judicial el 11 de noviembre de 2013, sin embargo aún no se ha visto, pues entrará en la sesión de febrero de 2014.  Mi intervención se sustentó en lo dispuesto en la Ley de Control Interno y en la comunicación expresa en mi condición de Presidenta del Consejo Directivo de la Escuela Judicial.
“De: Doris Arias Madrigal 

Enviado el: Lunes, 11 de Noviembre de 2013 03:24 p.m.

Para: Marvin Carvajal Pérez; Alfredo Jones León

CC: Aida Cristina Sinclair Myers; Viviana Eliott Foulds

Asunto: RV: Oficio N° 9870-DE-2013 de la Dirección Ejecutiva

Estimado Dn. Marvin y Dn. Alfredo: Vista esta nota en la que se discute un tema presupuestario del Centro de Estudios y Capacitación Judicial para Centroamérica.  Le agradecería que veamos este tema en el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, si esto no nos corresponde como Consejo Directivo, que lo digamos expresamente ahí y que sea la Corte la que defina el punto. Esto para los efectos de la Ley de control interno, siendo el referido Consejo Superior jerárquico y responsable de la rectoría de la Escuela judicial.

Agradezco a dn. Alfredo nos remita los antecedentes para poder conocer el tema esta semana en el Consejo Directivo.

Saludos Cordiales,

Dra. Doris Ma. Arias Madrigal”.
A fin de informar al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, le agradezco ratificar que será la Presidencia de esta Corte Suprema, con el Sr. Director de la Escuela Judicial,  los que asumirán todo lo relativo al Centro de Estudios y Capacitación Judicial para Centroamérica, en lo relacionado a su financiamiento y al destino de recursos humanos y materiales en el seno de la Escuela Judicial de Costa Rica, lo que permitirá despejar los requerimientos institucionales que han sido realizados sobre los programas de trabajo de la Escuela Judicial.

Saludos Cordiales,

Dra. Doris Ma. Arias Madrigal

Magistrada Sala Tercera

Presidenta Consejo Directivo de la Escuela Judicial

Corte Suprema de Justicia

República de Costa Rica
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El Dr. Marvin Carvajal Pérez informó a las personas presentes en este Consejo, que recientemente se reunió con la M.Sc. Ana  Eugenia Romero Jenkins, Subdirectora Ejecutiva, para conversar sobre el  manejo actual de los $10.000.00 que el Poder Judicial costarricense deposita anualmente en la cuenta corriente N° 183578-5 del Centro de Estudios y Capacitación Judicial para Centroamérica,  y sobre la conveniencia de solicitar  un criterio técnico a la Contraloría General de la República. Las partes acordaron que realizarían una segunda reunión en la cual se valoraría lo que dispusiera el Consejo Judicial Centroaméricano y del Caribe.
Igualmente, manifestó que en la reunión del Consejo Judicial Centroamericano y del Caribe, celebrado en San Juan, Puerto Rico, el 20 y 21 de febrero del año en curso, las presidentas y los presidentes de Cortes Supremas de Justicia en la “Declaración del San Juan”, en su artículo IX, relacionado con el financiamiento del Centro de Capacitación Judicial para Centroamérica y el Caribe, acordó lo siguiente:
[…] “que cada Poder Judicial integrante del Consejo Judicial Centroamericano y del Caribe reserve cada dos años los recursos necesarios para que la Escuela Judicial de su país sea sede de una actividad presencial de capacitación, dirigida a juezas y jueces. Que el país sede cubrirá a los participantes de los diferentes países, los gastos de hospedaje, alimentación y traslados internos. De ese modo, cada año el Centro realizará cuatro actividades presenciales sobre temas de interés regional, determinado por los diagnósticos que realice o planteados por el Consejo Judicial Centroamericano y del Caribe.”[…] 
Asimismo, menciona que dicho Consejo ya había aprobado con anterioridad otros mecanismos para la financiación de las actividades del Centro.  Una vez que haya ocurrido la reunión en la Dirección Ejecutiva, lo informará a este Consejo. No obstante, resalta que el Centro tiene su propio Consejo Directivo, conformado por las presidentas y los presidentes de las Cortes Supremas de Justicia de Centroamérica y el Caribe, o a quienes dichas personas designen.
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SE ACUERDA: Tomar nota de que la Mag. Dra. Doris Arias Madrigal, presidenta del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, envío una nota a la Mag. Zarela Villanueva Monge, presidenta de la Corte Suprema de Justicia, para que se determine quién es el responsable del manejo de los fondos del Centro de Capacitación Judicial para Centroamérica y el Caribe. Asimismo, que la respuesta de la señora Presidenta fue esperar el dictamen de la Contraloría General de la República. Del mismo modo, que el Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial y del Centro del Capacitación Judicial, informó sobre la nueva forma de financiamiento del Centro, así como sobre las gestiones realizadas con la Dirección Ejecutiva, y la próxima reunión con M.Sc. Ana  Eugenia Romero Jenkins, subdirectora ejecutiva. 
-0-

ARTÍCULO V
Reporte de situación: “Tráfico de Drogas y Amenazas del Crimen Organizado en Costa Rica”, estudio sobre situación maras en Costa Rica.
 […]
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 […] “Prólogo

El presente trabajo realizado por parte la Oficina de Planes y Operaciones (OPO) del Organismo de Investigación Judicial (O.I.J), con el apoyo de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC) permite conocer y analizar la situación delictiva generada por el tráfico de drogas y la amenaza del crimen organizado en Costa Rica.

La información plasmada en este documento permite conocer de manera objetiva y estandarizada la criminalidad del país y determinar cuáles son las zonas geográficas con mayor problemática e influencia de los diferentes grupos criminales.

Nuestro país se encuentra posicionado estratégicamente dentro del continente americano, lo cual resulta muy proclive para algunos grupos criminales organizados manejar desde nuestro territorio toda la logística relacionada con el tema del narcotráfico, sea para efectos de recibir la droga de países productores de Suramérica, ocultarla y venderla en suelo costarricense, o trasladarla hacia países consumidores de Norteamérica y de Europa, entre otros.

En dicho estudio se resalta la posición que tiene Costa Rica en el decomiso de cocaína dentro de los países del área, siendo que nos encontramos en el segundo lugar de este tipo de incautaciones. Sin embargo no podemos dar por sentado que estamos ganando esta lucha, toda vez que cada día surgen nuevas organizaciones e ingeniosos métodos de trasiego. Se han detectado en el país, grupos extranjeros cuyo origen tienen raíces mexicanas y colombianas, lo cual nos obliga a redoblar esfuerzos para que no crean que es fácil el asentarse en nuestro territorio.

Por su parte, el informe establece que la marihuana que ingresa al país es principalmente para consumo nacional y proviene de Colombia y Jamaica. Sin embargo también se reporta producción nacional con cultivos en las zonas montañosas del país, (especialmente de la cordillera de Talamanca) pero que resulta poco atractiva por tener un Tetrahidrocannabinol (THC) bajo. Otro tipo de marihuana que se ha encontrado en el país es la hidropónica la cual es muy exclusiva y buscada por tener un THC más alto. 

Con respeto al fenómeno de las drogas sintéticas, se determinó en Costa Rica la existencia de dos nuevas sustancias psicoactivas (NPS), de la familia de las piperazinas: N-benzylpiperazine (BZP) y TFMPP -1-(3-trifluoromethylphenyl) piperazine. Cabe destacar que la BZP es una droga con propiedades estimulantes y eufóricas, comparables con los efectos producidos por las anfetaminas siendo que fue originalmente desarrollada como una potencial droga antidepresiva. 

Asimismo, se hace una referencia al tema de la trata de personas en Costa Rica, delito de igual importancia como el narcotráfico, donde las víctimas que en su mayoría provienen de Centroamérica, Colombia y República Dominicana, merecen ser visibilizadas, para alerta a nuevas posibles víctimas de este tipo de criminalidad.

Los temas abordados por parte del presente estudio tienen un fuerte impacto dentro de la sociedad costarricense, cuyas secuelas más importantes las sufren personas en condición de vulnerabilidad (personas, jóvenes, menores de edad, en estado de pobreza y sin educación formal, mujeres jefas de hogar, entre otras) y forman parte de las prioridades y preocupaciones de nuestro sociedad civil y de los cuerpos de encargados de la Investigación Criminal.

Finalmente, en mi condición de Director General del Organismo de Investigación Judicial de Costa Rica, quisiera agradecer el esfuerzo realizado por nuestra Oficina de Planes y Operaciones (OPO) y por la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC), en la elaboración del presente documento, que esperaría sea una herramienta más para combatir este tipo de criminalidad que afectan a nuestras sociedades.

[…]  
Resumen ejecutivo

GRUPOS DE DELINCUENCIA ORGANIZADA Y VIOLENCIA
De manera general, los grupos de delincuencia organizada transnacional dedicados al tráfico de drogas observan Centroamérica como un “puente” entre los países productores de cocaína y el mayor mercado de consumo. Los grupos internacionales de tráfico no requieren tener una presencia fuerte en suelo costarricense para realizar sus actividades ilícitas, lo que influye en los niveles de homicidios y violencia. 

[…] 

Los traficantes internacionales son grupos/individuos extranjeros que operan en suelo costarricense realizando los pedidos de cocaína que más tarde serán reenviados principalmente hacia el norte - y a Europa- y también actúan como supervisores del conjunto de las operaciones de tráfico en el país. Con respecto a los traficantes internacionales involucrados en el tráfico de marihuana procedente de Jamaica y Colombia, estos se localizan en su mayoría en el Caribe. Los grupos de apoyo logístico proporcionan dicho apoyo al tráfico brindando servicios de abastecimiento de combustible y suministro a embarcaciones, de recogida y almacenaje de la droga, e incluso colaboran en los procesos de carga/descarga y traslado inmediato para su reenvío. Las estructuras de corte familiar o narco-familias dedicadas a la venta local de drogas, ya sea marihuana o cocaína (crack), cuentan con una estructura jerárquica más definida, compuesta principalmente por un líder, el cual dirige toda la organización con mando absoluto y cuenta con vínculos y contactos con los extranjeros encargados de suministrar la droga.
[…] 

Si bien el tráfico de droga por la periferia no exige la generación de excesiva violencia por parte de los grupos traficantes, no ocurre lo mismo con los grupos dedicados a la venta para consumo local. Concretamente, en el Caribe costarricense ha aumentado la violencia debido a que muchos de los grupos están conformados por jóvenes en circunstancias socio-económicas vulnerables. La violencia es el medio de resolver conflictos entre los grupos criminales y la manera de saldar ajustes de cuentas por tumbes de drogas. El territorio -y su control-, que no era del interés de los traficantes internacionales, es vital para los intereses ilícitos de los grupos dedicados al tráfico de marihuana y para los vendedores de cocaína. No obstante, podrían evolucionar hasta grupos con una mayor vinculación al territorio, siempre guiados por intereses comerciales. Aunque se han detectado casos de tumbe de drogas en Costa Rica no se han identificado hasta el momento grupos especializados en el robo de droga 

EL TRÁFICO DE DROGAS 
El tráfico de cocaína es el flujo de droga más prominente que atraviesa Costa Rica, en su transcurso desde la región Andina –área de mayor producción – hacía Norteamérica, particularmente a los Estados Unidos – el principal consumidor de cocaína a nivel mundial. Costa Rica es el segundo país en la ruta centroamericana del tráfico de cocaína y también ocupa la segunda posición de los países de la región que más incautaciones han realizado en los últimos años, sólo por detrás de Panamá. En este contexto, Costa Rica surge como un punto estratégico para el tránsito de cocaína por tierra, aire y rutas marítimas, como zona de tránsito y almacenaje de la droga. 

[…] 

Entre 2005 y 2012, Costa Rica incautó una media de más de 17 toneladas de cocaína anuales, en comparación con la media de cinco toneladas incautadas entre 2000 y 2005. El consumo de cocaína en el país ha aumentado, como indica la prevalencia anual estimada de consumo de cocaína que fue de 0,2 en 2006 y en 2010 alcanzó un nivel de 0,8, por encima de la media de Centroamérica (0,7). El mercado local de cocaína se nutre tanto del flujo del tráfico internacional destinado al país, como de la droga que los grupos locales compran a los traficantes operando en Panamá. La mayor parte de la cocaína que llega hasta Costa Rica lo hace por vía marítima. De la droga que llega hasta suelo costarricense, solo una pequeña cantidad permanece para abastecer el mercado local mientras que la mayor parte continua en dirección al mercado del norte mediante diferentes combinaciones en rutas aéreas marítimas o terrestres, y menor medida hacia Europa. 

Los grupos traficantes que introducen la droga por vía terrestre desde Panamá se sirven de varias zonas de almacenaje a lo largo de la frontera. Para ello, aprovechan la poca delimitación territorial y la porosidad de la frontera para atravesarla por carreteras secundarias y pasos informales. Los transportistas que llevan la carga por vía terrestre utilizan la Carretera Interamericana en su trayecto hacia el norte, donde el medio de transporte habitualmente utilizado es el camión. Los datos sobre incautaciones en vuelos comerciales y envíos de tipo Courier parecen indicar que el medio comercial no es el predilecto de los traficantes, aunque el tráfico de cocaína a Europa (en especial a España) por vía aérea parece mantenerse estable un año tras otro. 

[…] 

TRÁFICO DE MARIHUANA 
La marihuana es la droga más consumida en Costa Rica. De hecho, un estudio del Instituto sobre Alcoholismo y Farmacodependencia (IAFA) muestra que su consumo ha aumentado un 260% desde 2006. Este mercado se abastece de la droga traficada al país por El Caribe, principalmente Colombia, Jamaica, y del cannabis cultivado en Costa Rica, en las áreas de Talamanca, Buenos Aires de Puntarenas, y Bagaces, en la provincia de Guanacaste. 

También se ha informado sobre producción de marihuana hidropónica en lugares acondicionados o controlados ya sea en casas o en bodegas. Este tipo de marihuana tiene una altísima concentración de THC, lo que eleva su precio y la convierte en un producto exclusivo.
La marihuana lista para su consumo (picadura) es traficada por vía marítima a través del Atlántico hasta la costa, principalmente la provincia de Limón que en 2012 acumuló más del 90% de las incautaciones totales de picadura de marihuana. El número de operativos y las incautaciones indican que el envío de marihuana desde Jamaica está siendo una tendencia en incremento desde hace aproximadamente dos años: esta variedad conocida popularmente como “High Red” es la más popular entre los consumidores. 

[…] 

Las incautaciones en los pasos fronterizos parecen indicar que existe un tráfico de marihuana por vía terrestre desde la frontera con Panamá. Considerando los puestos fronterizos de Peñas Blancas y Paso Canoas, se han incautado alrededor de 6,7 toneladas en el periodo del 2007 al 2012, un poco más de 950 kg por año. 

El tráfico de marihuana está a cargo de grupos independientes de delincuencia organizada, pero que comparten una red de conexiones que obedece a intereses comerciales. En principio, estos grupos parecen tener un menor nivel de organización que los dedicados al tráfico de cocaína y, en general, tienen un corte más violento que los grupos de la costa del Pacífico, como se infiere por el aumento en los índices de homicidios en sus áreas de operación. Su principal actividad es la importación de marihuana en picadura desde Jamaica y su entrega a distribuidores locales y narcomenudistas. 

ATS Y PRECURSORES QUÍMICOS 
Por el momento, el mercado de sustancias de tipo anfetamínico (ATS) no cuenta con datos suficientes para ser analizado en profundidad. La dificultad de identificación, así como la relativa novedad del fenómeno y la necesidad de constante actualización de los controles internacionales, dificultan la obtención de información sobre la situación También se ha informado sobre producción de marihuana hidropónica en lugares acondicionados o controlados ya sea en casas o en bodegas. Este tipo de marihuana tiene una altísima concentración de THC, lo que eleva su precio y la convierte en un producto exclusivo. La marihuana lista para su consumo (picadura) es traficada por vía marítima a través del Atlántico hasta la costa, principalmente la provincia de Limón que en 2012 acumuló más del 90% de las incautaciones totales de picadura de marihuana. El número de operativos y las incautaciones indican que el envío de marihuana desde Jamaica está siendo una tendencia en incremento desde hace aproximadamente dos años: esta variedad conocida popularmente como “High Red” es la más popular entre los consumidores. 
[…] 

Las incautaciones en los pasos fronterizos parecen indicar que existe un tráfico de marihuana por vía terrestre desde la frontera con Panamá. Considerando los puestos fronterizos de Peñas Blancas y Paso Canoas, se han incautado alrededor de 6,7 toneladas en el periodo del 2007 al 2012, un poco más de 950 kg por año. El tráfico de marihuana está a cargo de grupos independientes de delincuencia organizada, pero que comparten una red de conexiones que obedece a intereses comerciales. En principio, estos grupos parecen tener un menor nivel de organización que los dedicados al tráfico de cocaína y, en general, tienen un corte más violento que los grupos de la costa del Pacífico, como se infiere por el aumento en los índices de homicidios en sus áreas de operación. Su principal actividad es la importación de marihuana en picadura desde Jamaica y su entrega a distribuidores locales y narcomenudistas real de este mercado. Actualmente, la prevalencia anual del consumo de estimulantes de tipo anfetamínico es considerablemente más elevada en Centroamérica (1,3%) que el promedio mundial (0,7%) y del Caribe (0,8%). Los últimos datos nacionales indican que la prevalencia anual de droga tipo estimulante es 1,0%. En este sentido, Costa Rica ha detectado casos particulares de tránsito de sustancias ATS procedentes de Europa hacia la región centroamericana, pero no se han identificado en Costa Rica laboratorios de producción de drogas sintéticas. Se ha informado de la existencia de dos NPS (nuevas sustancias psicoactivas), de la familia de las piperazinas, y de casos puntuales de robo de sustancias precursores para la producción de metanfetamina – pseudoefedrina - y benzodiacepina. 

TRATA DE PERSONAS 
Desde un enfoque transnacional, Costa Rica es un país principalmente de destino de Trata de Personas y, en menor medida, país de origen y tránsito. Las modalidades de explotación más comunes son la explotación sexual de mujeres adultas y la explotación laboral de hombres. En el caso de Costa Rica, las victimas provienen en su mayoría de Centroamérica, Colombia y de República Dominicana: la Trata de Personas intrarregional. 

La mayoría de las víctimas de explotación sexual en 2013 son de nacionalidad costarricense, de República Dominicana y de Nicaragua, donde el medio de captación más común es el engaño. En lo que va de 2013 (hasta octubre), el Equipo de Respuesta Inmediata (ERI) ha acreditado a 28 víctimas de Trata de Personas, y la extracción ilícita de órganos se convierte en la finalidad de trata que más víctimas contempla en Costa Rica. 

[…] 

De las víctimas de explotación laboral en 2012 todas menos una eran mujeres, y en 2013 por el momento no ha habido hombres acreditados como víctima de explotación laboral. Los grupos de crimen organizado dedicados a la Trata de Personas con fines de explotación sexual son grupos de dos o tres personas operando a nivel local. De 2007 a 2010 los sentenciados extranjeros por Trata de Personas en Costa Rica sumaron el 19% del total, en comparación con la media regional de 4% de extranjeros condenados por este delito. 

TRÁFICO ILÍCITO DE MIGRANTES 
Costa Rica es considerada como país de tránsito y, en menor medida, de destino de tráfico ilícito de migrantes. La mayor parte de los migrantes irregulares –estimado en 90%- atraviesa el país en su paso hacia EE.UU. – y a Europa-, mientras que solo unos pocos tienen la intención de permanecer. La excepción a este flujo con dirección norte son los migrantes irregulares procedentes en su gran mayoría de Nicaragua y en mucha menor medida de Honduras y El Salvador que migran por motivos laborales. 

Con respecto a los flujos regionales, los migrantes irregulares identificados provienen desde a) El Caribe: Cuba, República Dominicana y Haití; y b) desde Sudamérica: Colombia, Ecuador, Bolivia y la República Bolivariana de Venezuela. 

Los flujos globales comprenden ciudadanos principalmente de: a) Asía: China, Bangladesh, Nepal y Sri Lanka; y b) África: Somalia, Eritrea, Etiopía. 

En la frontera norte concurren dos flujos de migración irregular: el de los migrantes saliendo de Costa Rica con dirección norte (normalmente en tránsito hacia los EE.UU.) y el de entrada al país de los migrantes centroamericanos que buscan llegar a Costa Rica como destino final. La gran mayoría de este segundo flujo lo conforman ciudadanos nicaragüenses y en mucha menor medida migrantes procedentes de Honduras y El Salvador que migran por motivos laborales. 

La presencia de redes criminales transnacionales bien organizadas parece clara en tanto en cuanto el migrante dispone de un viaje organizado desde el lugar de origen y a través de varios países de la región. Estos grupos de tráfico ilícito de migrantes operan en zonas determinadas, formando una red a lo largo del flujo migratorio. 
ZONAS VULNERABLES Y VIOLENCIA 
Según el Informe Ejecutivo 2012 del Organismo de Investigación Judicial (OIJ), hubo disminuciones porcentuales en 7 de los 9 delitos de interés. La disminución más importante fue la de homicidios (-17%), mientras que el incremento más fuerte fue el delito de hurto a personas, con un incremento cercano al 44%. Con la excepción del hurto a personas y el robo a vivienda (casa de habitación), los demás delitos indexados reportados durante el 2012 marcaron disminución en la cantidad de denuncias recibidas. 

[…] 

Los delitos de homicidio doloso han disminuido en los últimos años. En 2012, se registraron 394 víctimas por homicidio, equivalente a una tasa de 8,9 homicidios por cada cien mil habitantes. La motivación para la mayor cantidad de los homicidios (159 casos) no está determinada. Para el resto, la principal causa fue la discusión-riña-rencilla-venganza (28% del total de homicidios), y la comisión de otro delito (13%). 

[…] 

A nivel de Centroamérica el 77% de los homicidios de la región son cometidos con arma de fuego. En el 2012, Costa Rica reportó niveles menores al nivel centroamericano: el 67,8% de los homicidios fueron cometidos con arma de fuego. En total desde 2010 hasta 2012 se denunció el robo de 4.340 armas en Costa Rica. En 2010 y 2011 el tipo de arma más robada fue el revólver, y en 2012 la pistola. Se registró un aumento del 74,8% en el robo de pistolas con respecto al año anterior, en total más de 1.000 pistolas robadas. En principio, el uso de fusiles de asalto y ametralladoras no es una gran característica de la delincuencia urbana. El análisis de la información sobre el aumento de armas registradas, el robo de armas y la portación ilícita de arma permitida parece indicar que el mercado ilícito de armas en Costa Rica se abastece desde la legalidad. Principalmente del robo a civiles de armas permitidas y adquiridas legalmente. Aunque algunas de estas pistolas fueron traficadas a Costa Rica, muchas son importadas legalmente y sólo más tarde son desviadas al uso ilícito. 

El rasgo característico del grupo juvenil criminal costarricense es su interés por obtener un beneficio económico y las actividades ilícitas de estos grupos se limitan al rango de delitos menores tales como el vandalismo, pequeños hurtos, alteración del orden público, asaltos y narcomenudeo. Los beneficios de sus actividades podrían beneficiar a familiares y amigos, pero, por lo general, no tienen intención de involucrarse en actividades paraestatales o de servicio a la comunidad. 

Se ha identificado la relación entre el incremento de venta y consumo de droga, especialmente de crack – una droga altamente adictiva y dañina – con el aumento de los niveles de violencia. Seis de los diez cantones con mayores tasas de homicidios también están contemplados dentro de los diez cantones con mayores incautaciones de crack, en efecto, el consumo de crack está creciendo.’’
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Se anexa a este acta, el documento integral sobre el “Reporte de situación: Tráfico de Drogas y Amenazas del Crimen Organizado en Costa Rica, estudio sobre situación maras en Costa Rica”.
-0-

La personas integrantes de este Consejo consideraron que con base en lo manifestado en el [image: image14.png]


ACTA n.° 09-2013 del 18 de diciembre del año dos mil trece, artículo V, en relación con  la investigación planteada por la Unidad de Capacitación del O.I.J., la oficina de Planes y Operaciones y la oficina de Trabajo Social, acerca de operación de pandillas organizadas en Costa Rica y su peligrosidad, el cual tiene como meta determinar si se requiere la ejecución de un programa de capacitación sobre este tema, es importante contar con dicha información en el primer semestre de 2014, para tomar las decisiones que correspondan.  Se estimó oportuno designar a la M.Sc. Kattia Campos Zúñiga, jefa de la Unidad de Capacitación del O.I.J., para que basado en curso de investigación antes descrito y el documento sobre “Reporte de Situación: Tráfico de Drogas y Amenazas del Crimen Organizado en Costa Rica”, realice una comparación sobre los alcances de dichos estudios y rinda un informe al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en una próxima sesión, sobre las conclusiones con respecto a la necesidad o no de la ejecución de un programa de capacitación sobre el tema de pandillas organizadas.
-0-
SE ACUERDA: Solicitar a la M.Sc. Kattia Campos Zúñiga, jefa de la Unidad de Capacitación del O.I.J., para que basado en curso de investigación antes descrito y el documento sobre “Reporte de Situación: Tráfico de Drogas y Amenazas del Crimen Organizado en Costa Rica”, realice una comparación sobre los alcances de dichos estudios y rinda un informe al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en una próxima sesión, sobre las conclusiones con respecto a la necesidad o no de la ejecución de un programa de capacitación sobre el tema de pandillas organizadas. 
-0-

ARTÍCULO VI
Oficio n° 2015-14 del 28 de febrero de 2014, de la  Licda. Silvia Navarro Romanini, secretaria General de la Corte, suscrito a la Dra. Mag. Doris Arias Madrigal, presidenta del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en donde se comunica el acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión N° 6-14 del 17 de febrero del año en curso, referente a un anónimo que se informa sobre supuestas anomalías con el uso de los fondos públicos que otorga el Poder Judicial al Programa de Maestría en Administración de Justicia de la Universidad Nacional, ARTÍCULO XXIII,  que dice:
En sesión Nº 34-13 celebrada el 12 de agosto del 2013, artículo XIII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

“Se continúa con la discusión del tema planteado por el Magistrado Chinchilla, en el artículo X de esta sesión, respecto a una nota anónima que recibieron las señoras Magistradas y los señores Magistrados, donde se informa de supuestas anomalías con el uso de los fondos públicos que otorga el Poder Judicial al Programa de Maestría en Administración de Justicia de la Universidad Nacional.

Se concede el uso de la palabra al Magistrado Chinchilla, quien expresa: "El asunto parte de un anónimo o casi anónimo, porque no viene firmado, pero se indica un remitente quien lo envió, donde se informa algunos hechos que, por ser un anónimo, no sabemos la veracidad o no que tienen los mismos, aunque lógicamente preocupa, pues trata del uso de fondos públicos que es el tema relevante en este caso.

De conformidad con lo que he revisado en cuanto a convenios, el Poder Judicial tiene dos convenios con la Universidad Nacional y otro con la Universidad Nacional y la Universidad de Costa Rica en conjunto, en ambos hay dos ámbitos de fondos públicos que provienen del Poder Judicial.

El primero es aportando sostén económico al Programa de Administración de Justicia de la Universidad Nacional, es decir, un ingreso anual que el Poder Judicial separa del presupuesto para ese fin y luego las becas que también se otorgan por parte del Poder Judicial para las funcionarias y los funcionarios que acuden a ese encuentro.

En un estudio de presupuesto había solicitado como se hizo en su momento con el Programa de Maestría de la Universidad de Costa Rica, que se impartiera fuera de horas laborales, donde el Poder Judicial no tuviera que hacer erogaciones económicas importantes, lo cual es un tema que puede replantearse en este caso, para que se realice un curso como el que se imparte en la Universidad de Costa Rica y que el Poder Judicial no tenga que pagar becas de ningún tipo para realizar ese curso y la Universidad de Costa Rica lo puede implementar sin problema alguno.

Ante esta denuncia -que repito es anónima- se señalan algunos hechos que son de especial relevancia, esencialmente en lo que corresponde al uso de fondos públicos propios del Poder Judicial y, supuestamente, un manejo no debido de ellos. No sabemos si eso es cierto o no, por lo que propongo a esta Corte que decidamos remitir esto a investigación por parte de la Auditoría Judicial, para que establezca en qué se están utilizando los dineros que esta Institución otorga. Primero determine cuánto es el aporte y en qué se han estado utilizando esos dineros en cuanto al Programa de Administración de Justicia, que es el esencial que tiene la Universidad Nacional con el Poder Judicial y en qué términos se están manejando esos dineros.

Según lo que nos pueda informar la Auditoría Judicial si están siendo utilizados de manera adecuada, porque el convenio indica claramente en qué se deben utilizar y si se están utilizando en forma incorrecta tomar las decisiones que corresponda.

Si existe alguna irregularidad de algún administrador del programa, de algunos profesores u otros, ya eso son cuestiones disciplinarias que se verán por las instituciones que corresponda. En lo que respecta a nosotros es por los destinos de los fondos públicos que aporta el Poder Judicial, tanto como un pago anual que se da o que está regulado por el Convenio, que no estoy cuestionando el mismo y también lo que corresponde a las becas y si esos dineros se están aprovechando en la forma debida o no, porque el Convenio lo dice claramente a qué tienen que destinarse esos dineros.

La propuesta concreta es para que se dirija toda esta información, que me parece que la Auditoría Judicial la tiene en forma anónima también, pero por parte de la Corte Plena, para que se realice alguna investigación de todo lo que es el contenido de carácter económico, fondos públicos que destinamos a este programa y habría que indicar en qué períodos para determinar si se ha hecho un adecuado uso de los mismos conforme al convenio establecido y nos rinda un informe al respecto. Si fuese necesario establecer responsabilidades de carácter disciplinario de nuestros funcionarios. La Universidad Nacional determinará si hay responsabilidad disciplinaria del ámbito de sus empleados, pero en el caso del Poder Judicial me interesa saber el destino de esos fondos públicos y si están siendo bien aprovechados en lo que al Convenio corresponde, porque es claro en lo que se deben destinar".

Manifiesta el Magistrado Arroyo: "Una de las cosas que he aprendido es a tener la suficiente cautela con las denuncias anónimas o más o menos anónimas. Lo digo porque el solo hecho de que la Corte Suprema de Justicia tome una iniciativa en algún sentido con respecto a un libelo anónimo, pues ya tiene toda una carga, una autoridad jurídica y moral.

Estimo conveniente que le solicitemos al máster José Carlos Chinchilla Coto, Coordinador de la Maestría en Administración de Justicia de la Universidad Nacional, que emita su criterio sobre estas cuestiones y que reposadamente esta Corte si llegara a necesitar aclaraciones de auditores, ya sea del Poder Judicial o de la Universidad Nacional, pues lo requiera.

Como ustedes saben algunos de nosotros, integrantes de esta Corte, hemos sido por años profesores de esta maestría, doña Ana Virginia Calzada Miranda, la Magistrada Camacho, el Magistrado Armijo y mi persona, pero también muy destacados profesores como es el caso del Magistrado Benavides Santos, hoy aquí presente, don José Rodolfo León, de manera que es un tema delicado que preferiría en principio que ustedes valoren qué fundamento puede tener una serie de hechos que se refieren desde 1997-1998 y que son presentados como hechos muy graves y que no sabemos en realidad quién es el que los está proponiendo.

Obviamente me voy a inhibir de cualquier decisión que esta Corte adopte, pues como les digo estoy vinculado desde hace muchos años a este postgrado. Las cosas que se refieren en ese anónimo se dirigen básicamente contra don José Carlos Chinchilla, pero entiendo que hay apoyos económicos a la Universidad Nacional que, eventualmente deberían aclararse por medio de la Auditoría Judicial, pero sí quisiera solicitar que consideren en principio tener el punto de vista de don José Carlos Chinchilla, quien ha sido el Director por todos estos años de esa Maestría y luego decidir si efectivamente se justifica una intervención por parte de esta Corte.

Esa es la única preocupación que me anima a plantear este asunto, no trasladar esto directamente a la Auditoría Judicial, sino esperar el criterio que emita don José Carlos Chinchilla y luego tomar la decisión que se estime conveniente.

Como ya me lo han aclarado está el tema de que don José Carlos Chinchilla no es funcionario del Poder Judicial y estamos hablando de un Convenio con una Institución como la Universidad Nacional, cuya autonomía también hay que respetar o tratar con el debido cuidado. De mi parte que se investigue todo lo que se tenga que investigar si es que hay un mínimo fundamento para eso posteriormente".

 

SALE EL MAGISTRADO GONZÁLEZ.

 

Dice la Magistrada Camacho: "Me gustaría conocer los antecedentes de esta Corte cuando se presentan anónimos de esa naturaleza. Me parece que el tema del anonimato en una denuncia no le da coherencia, no le da un carácter ni un fondo sustancial, la persona que se esconde bajo el anonimato es una persona que por algún motivo no quiere poner su nombre y eso me parece totalmente degradante, sobre todo cuando se está dañando el honor de una persona, como en este caso el de don José Carlos Chinchilla, Coordinador de la Maestría por muchísimos años, Profesor y Catedrático de la Universidad por tantos años más.

En primer lugar, quiero saber si realmente el proceder de nosotros y de nosotras en el Poder Judicial como Corte Suprema de Justicia es precisamente recibir cualquier anónimo en perjuicio de cualquier persona, darle curso y solicitar una investigación.

En segundo lugar, tienen razón el Magistrado Chinchilla, en el sentido de que hay fondos públicos de por medio. Para nadie es un secreto que tenemos un Convenio y, como tal, no dudo que la Universidad Pública tenga su auditor y se hayan hecho los estudios que corresponden año tras año, de manera que eso estaría salvado con la investigación interna que pueda tener la Maestría, si es que se ha llegado este anónimo allá y no dudo que el mismo don José Carlos ya haya ordenado a la Auditoría de la Universidad que haga el respaldo suficiente para limpiar su nombre.

Dos cosas muy puntuales. Primero, inhibirme porque formo parte de esta Maestría. Al igual que el Magistrado Arroyo, nos corresponde dejar libre al Poder Judicial y a la Corte Suprema de Justicia para cualquier investigación si así se resolviera

Segundo, me parece importante darle la oportunidad al Catedrático Chinchilla para que se refiera al anónimo.

No dudo que una vez que él responda ustedes tendrán la solución o la medida que corresponde, pero escuchándolo a él primeramente".

Interviene la Magistrada León: "Hace muchos años esta Corte abrió un proceso disciplinario, pues llegó un anónimo que decía que un Magistrado vendía quesos. En otra ocasión por unos panfletos que se decía que se habían repartido en el Parque Central y llegó uno aquí que se imputaban hechos a una compañera Magistrada. El tema de los anónimos va y viene. No recuerdo más casos, pero en esta ocasión está de por medio el tema de los fondos públicos.

Lo que me interesa como jerarca de esta Institución es saber que se está dando un buen destino a esos fondos públicos y no me parece conveniente solicitar un informe a don José Carlos Chinchilla, por ser el Coordinador de la Maestría, por ser la persona cuestionada y, porque además, no es una persona que esté en orden jerárquico dentro de esta Institución, de manera que es un tercero ajeno a quien por Convenios y antecedentes se le han hecho en cabeza de él o de la Universidad –no conozco los pormenores- y que se venga a considerar el uso de esos destinos.

Entiendo el peso que tiene el que la Corte lo acoja, pero también entendamos el peso que tendría a la inversa, que tendría decir que se recibe un anónimo y que la Corte decide como de previo a un tercero ajeno a quien tiene un vínculo o un rol importante en el contenido o en el manejo, porque –repito- no conozco el rol que él juega y que dijimos de previo hagamos tal cosa.

Con esto justificaría mi posición de que considero que hay que solicitar lo que indica el Magistrado Chinchilla, en el sentido de que, la Auditoría Judicial realice un estudio, independientemente de las acciones que sin duda se estarán cursando también a lo interno de la Universidad Nacional".

 

SALE EL MAGISTRADO CRUZ.

 

Manifiesta la Magistrada Escoto: "Como estudiante que fui del postgrado, aunque no sea profesora, ni lo haya sido nunca, me inhibiría. No me liga ninguna amistad con don José Carlos Chinchilla. No obstante, comparto lo que la Magistrada León señala, a diferencia de los anónimos que recuerdo cuando entré a esta Corte, se dieron en contra de dos compañeros de la Sala Constitucional, don Luis Fernando Solano Carrera y Ana Virginia Calzada Miranda, en unas hojas sueltas que lanzaban por La Merced, consideramos que era oportuno primero darles audiencia para ver de qué se trataba y se enteraran de lo que andaba en hojas sueltas.

Se tomó una decisión de la cual formé parte en que esto debilitaba totalmente y que debíamos tomar una posición por la situación en que podría darse o repetirse, no obstante, aquí no es don José Carlos Chinchilla un funcionario del Poder Judicial, pero como están cuestionados parte de los fondos que esta Institución otorga para los becados, me parece bien lo que el Magistrado Chinchilla indica, de que le pidamos a don José Carlos Chinchilla su criterio al respecto.

Lo único es que son de años sumamente viejos, 1996-1997, no sé si sobre esto podría hacerse un estudio e informe o será que está caduco o prescrito, simplemente por transparencia si en algún momento se duda que fondos públicos del Poder Judicial están siendo mal utilizados.

Hay una situación particular distinta, don José Carlos Chinchilla no es funcionario de esta Institución y se adelantó la Magistrada León que con mayor expresión lo dijo claramente, así es que comparto su criterio y dejo en ustedes la decisión".

Indica el Magistrado Rueda: "Conozco desde hace mucho tiempo al Director de esta Maestría y le guardo una particular consideración. No obstante, contrario a lo que se ha expresado lo más importante en una denuncia y siempre lo he dicho, no es que sea anónima o no, sino que sea verdadera o falsa, eso es lo relevante. En este caso lo que procede es respetar el honor de la persona que está siendo denunciada. No sabemos si es falso o verdadero y simple y llanamente no emitir una valoración al respecto y remitir el asunto a quien debe investigar y quien debe investigar es la Auditoría Judicial, quien para sus efectos no es que va a iniciar un procedimiento de inmediato, sino que de previo debe iniciar una investigación preliminar donde se tiene que guardar total confidencialidad, incluso para los medios y determinará si hay mérito o no para que se inicie formalmente un procedimiento, pero el deber de nosotros es trasladar este asunto a quien tiene que investigar, sin hacer ningún tipo de manifestación respecto de la procedencia o no de esta denuncia, porque eso le concierne al Órgano que investigue".

Expresa el Magistrado Jinesta: "La apreciación que hace el Magistrado Rueda es importante. Lo que se está haciendo es una investigación preliminar, habida cuenta de que es una denuncia anónima. Esta investigación es para analizar si hay algún fundamento cierto en lo que se está planteando. Entendería que así lo propone el Magistrado Chinchilla.

Luego, explicaciones de funcionarios que no son judiciales no voy a solicitar. Don José Carlos Chinchilla tendrá que rendir cuenta o explicaciones a las autoridades universitarias, no al Poder Judicial, y hay que delimitar muy bien el campo de la investigación preliminar. Me parece que la inquietud y la preocupación que tenemos es, sin saberlo aún, porque esto es una cuestión que habría que verificar e investigar preliminarmente, si esto habrá impactado o no de alguna manera los dineros que transfiere el Poder Judicial a este Convenio con la Universidad Nacional. Si fuera así habría motivo para iniciar una investigación más profunda, de no ser así, pues parece que habría que archivar. Quiero dejar de manifiesto mi preocupación y delimitar el ámbito de lo que hay que investigar. No debemos traer aquí funcionarios que no son judiciales y no tenemos ninguna competencia para pedir explicaciones o informes a funcionarios que no son judiciales".

Expresa el Magistrado Armijo: "A mí los anónimos y los chismes no me gustan, es una cuestión que sé que durante muchos años en esta Corte se manejó y en una forma bastante elaborada para mantener el control. En lo que a mí respecta ese tipo de conductas no me agradan.

De hecho en los casos que hemos votado en la Sala Constitucional, donde todavía en algunas leyes especiales se permite el anunciante anónimo, normalmente y reiteradamente salvo mi voto, porque considero que las personas tienen derecho a saber quiénes las acusa y conociendo quién los acusa pueden defenderse.

En este caso concreto es un libelo que me llegó a la oficina, medio observé lo que era y lo boté al basurero, entre otros aspectos, porque va en contra de algunos principios que creo.

En última instancia si lo que se desea saber es cómo están nuestros fondos, lo que podríamos hacer antes de solicitar una investigación oficial, con todo lo que esto implica -como bien lo exponía el Magistrado Arroyo- es solicitar un informe a la Auditoría Judicial que como tiene su obligación ha estado fiscalizando y siguiendo el uso que se le ha estado dando a estos dineros destinados a este postgrado.

Si la Auditoría Judicial no ha detectado en estos años ninguna irregularidad, tendríamos previamente una respuesta a la problemática que nos inquieta en relación a los fondos, que estimo tampoco son una gran cantidad, lo que me parece que es bastante simbólico.

En relación con el papel que va a jugar el Director del Programa, considero que es un aspecto, como lo ha dicho la mayoría, que le incumbe a la Universidad Nacional donde él es funcionario de esa Institución, y ahí se determinará cuál es el procedimiento a seguir, pero estaría de acuerdo en que primero se le pregunte a nuestra Auditoría Judicial cuál ha sido la posición que ha tenido con relación a los fondos que se han estado entregando y si no ha habido un uso indebido, pues no tendríamos que hacer absolutamente nada.

Si la Auditoría Judicial no ha hecho esta investigación, sería prudente que realice una investigación preliminar, solo para determinar de que en realidad los fondos se han estado utilizando en forma apropiada, pero esto sería como una segunda instancia".

Indica el Magistrado Solís: "Siempre he sido de la tesis que los anónimos son cobardía, porque con los anónimos se pueden destruir carreras, honras, honorabilidades y, como bien lo decía el Magistrado Armijo, durante mucho tiempo, al menos cuando ingresé a esta Corte era el arma diaria que se utilizaba para despedazar a juezas y a jueces y evitar nombramientos en la carrera judicial, en la judicatura, hasta que hubo bastante reflexión en el asunto y se decidió no hacer más caso a ese tipo de gestiones, de manera que aquellos que propiciaban el uso del anónimo, entraron a entender que ya no iban a tener oídos atentos a nivel de la Corte Suprema de Justicia, de ahí que el tema del anonimato es un tema de rechazo, pero desgraciadamente también el esquema del anonimato ha sido institucionalizado entratándose de fondos públicos.

Si ingresamos a la página de la Contraloría General de la República existe todo un reglamento para las denuncias anónimas sobre el mal ejercicio de fondos públicos, y es que la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y la Ley de Control Interno en alguna medida también facilitan y obligan a las auditorias institucionales y con ella a la Contraloría General de la República a investigar, aunque la gestión tenga carácter de anonimato sobre los fondos públicos que en el decir del anónimo están siendo mal utilizados.

En este caso concreto cuando leí el libelo que nos repartieron en nuestras oficinas observé que también se hizo de conocimiento al señor Auditor Judicial, quien independientemente de que exista o no un acuerdo de esta Corte, está obligado a realizar la investigación correspondiente.

Desconozco si también el anónimo fue hecho de conocimiento mediante ese esquema de la denuncia anónima que tiene la Contraloría General de la República, porque si así se hizo de igual manera la Contraloría está obligada a investigar la denuncia anónima que fue hecha de su conocimiento, de ahí que independientemente de lo que tenga que resolver esta Corte Plena, los canales institucionales han sido requeridos, el Auditor Judicial que, sin lugar a dudas, habrá iniciado o iniciará lo que se llama la relación de hechos para después determinar si hay o no motivo suficiente, para abrir una investigación más profunda sobre una eventual malversación de fondos públicos, pero esa investigación que la realice el Auditor nuestro.

Desconozco si la denuncia anónima también se hizo de conocimiento de las autoridades universitarias de Heredia, de igual manera la Auditoría de la Universidad Nacional tendrá que abrir la correspondiente actividad procedimental para determinar en una relación de hechos si ha habido o no en algunos de los contenidos de su denuncia.

Sobre los otros y por eso quería recalcar que me interesa en lo que respecta a los fondos públicos que esta Corte mediante un convenio firmado con la universidad sustenta la existencia y el desarrollo de esa Maestría.

Recientemente el Programa de Facilitadores Judiciales a nivel de la Organización de Estados Americanos, firmó un convenio con esta maestría de sociología que dirige el profesor Chinchilla, para desarrollar todo un programa de facilitadores judiciales a nivel de diplomado, es más, participé en esa reunión con la señora Rectora, el representante de la Organización de Estados Americanos en Costa Rica, el responsable de la Organización de Estados Americanos del Programa de Facilitadores Judiciales y el profesor Chinchilla y ahí se tomó la decisión con voluntad de la señora Rectora de abrir los espacios académicos, para que ese diplomado pudiese realizarse con esa modalidad de un curso a distancia y en eso se está trabajando, pero lo que quiero dar a entender es que hay muchos vínculos institucionales no solamente la Maestría, sino también este programa que tendría la Organización de Estados Americanos con la Universidad Nacional de Heredia al respecto, pero la ley nos obliga a acatar el tema de que cuando hayan fondos públicos de por medio, la Auditoría correspondiente debe hacer la investigación para producir una relación de hechos y posteriormente determinar si hay causa o no para abrir el procedimiento formal que exige la legislación protectiva de fondos públicos".

Expresa el Magistrado Benavides Santos: "Mi intervención es para inhibirme por ser parte de ese programa en mi carácter de profesor".

Consulta la Magistrada Pacheco Salazar: "¿Hay un convenio firmado con la Universidad Nacional?"

Responde la Presidenta, Magistrada Villanueva: "Hay un convenio firmado con la Universidad Nacional, se giran 25 millones de colones al año para el pago de la maestría a FUNDEUNA, esta Corte determina un número de becas, la proposición pasa por un proceso de selección reglamentado, el cual lo determina el Consejo de Personal y luego se autorizan los permisos".

Prosigue la Magistrada Pacheco Salazar: "Es que me extraña una denuncia de esta naturaleza cuando en el convenio por lo general se establecen los controles y los informes que debe rendir la Fundación en este caso a la Corte sobre el uso de esos recursos, etcétera, que por lo general se prevén en el convenio, y en este caso se presenta una denuncia anónima y no sabemos cómo es que anda el uso y el manejo de esos recursos que aporta la Corte.

A mí también no me gustan los anónimos, porque me parece que si es alguna denuncia formal y seria debería haberla hecho la Contraloría General de la República, porque ésta se reserva el secreto de su nombre si es una denuncia, de manera que no tiene por qué ocultar su identidad, pero en relación con eso no sé si será que no se está fiscalizando bien por parte de la Corte el uso de esos recursos, ahora viene una denuncia y tenemos que ver qué hacemos y esto debía llevarse controlado sistemáticamente".

Continúa la Presidenta, Magistrada Villanueva: "Quiero informar que he estado averiguando previamente, mi idea original era remitir ese asunto al Rector de la Universidad Nacional, así como a la Fundación.

Nosotros no tenemos que ver con el manejo de los recursos, pero sí controlamos mediante un contrato que se firma con cada estudiante, quiénes son los que van, si van a clases y hay un seguimiento en cuanto a las notas y si se avanza o no.

Esto es lo que se ha hecho, de manera que les informo sobre el procedimiento, y ustedes me dirán lo que se decida".

Agrega la Magistrada Camacho: "De pronto el tema de la Auditoría cae por su propio peso como bien lo señala la Magistrada Pacheco Salazar, ese control supongo que se lleva y si no que la Auditoría Judicial nos brinde ese informe.

En nada impide el hecho de que don José Carlos Chinchilla en su oportunidad se refiera al anónimo que nos ha llegado a todos y todas, pero considero que lo más importante en este momento es analizar si esta Corte estima que el motivo de excusa que estamos planteando los tres profesores es o no procedente, porque de todas maneras no tengo ninguna propuesta en contrario".

Aclara el Magistrado Jinesta: "Quisiera que el Auditor Judicial me diga todo lo que están diciendo en esta Corte, porque es el competente para auditar el uso y el manejo de los fondos públicos, y luego esto no es una cacería de brujas, es una investigación preliminar para que nos diga si esto que está ahí en ese documento impacta o no las finanzas del Poder Judicial o los fondos que el Poder Judicial ha destinado a esta maestría. Tengo derecho a solicitar eso.

A la Magistrada Pacheco le quiero decir que los controles fallan. Usted bien lo sabe porque trabajó en la Contraloría General de la República, y eso es diario y cotidiano en la administración pública, los controles fallan estrepitosamente y desgraciadamente, porque no hay seguimiento, que el Auditor Judicial nos informe a propósito de eso si hay alguna afectación a los fondos públicos que el Poder Judicial ha aportado.

Si no existe ninguna afectación no es problema nuestro, sí ameritaría que lo comunique como lo va a hacer, es decir, al Rector y a la Fundación, lo cual me parece que eso sería muy positivo para que ellos hagan lo propio y conforme a sus competencias.

Lo que sí no me parece de otra parte es como tratar de que aquí no haya pasado nada y que nadie nos rinda un informe. Es necesario determinar qué hay de cierto en esto o si la nota anónima es una absoluta y total falsedad, lo cual tenemos que averiguar. Como jerarcas tenemos esa responsabilidad, porque estamos administrando los fondos del Poder Judicial".

Prosigue el Magistrado Armijo: "Como los compañeros se están inhibiendo, en mi caso también he sido profesor de esa Maestría durante toda su existencia, doy clases ahí ad honorem, es decir, no cobro, pero de todas formas estaría inhibiéndome también en vista de que los compañeros lo han hecho".

 

SALEN LA MAGISTRADA CAMACHO, LOS MAGISTRADOS ARROYO, ARMIJO Y EL SUPLENTE BENAVIDES SANTOS.

 

Señala la Presidenta, Magistrada Villanueva: "Primero vamos a resolver si procede o no la inhibitoria planteada por la Magistrada Camacho, los Magistrados Arroyo, Armijo y el Suplente Benavides Santos. Someto el asunto a votación. Votar uno sería por acoger la inhibitoria. Votar dos sería por rechazar la inhibitoria".

Añade la Magistrada León: "Considero que no procede la inhibitoria. El hecho de que los compañeros participen como profesores y den clases en esa universidad, no implica que participen directamente con lo que aquí se cuestiona que es el manejo de los fondos públicos. En lo que a la Corte le interesa, no veo causal de inhibitoria por ninguna parte y por el contrario en lo que a mí respecta les daría por adelantado y estoy segura que así será, voto de apoyo a los compañeros de que ellos no han tenido que ver nada con esta mal uso o buen uso de los dineros, que es lo que en definitiva nos interesa".

Sometido el asunto a votación, por unanimidad, se dispuso: Rechazar la inhibitoria planteada por la Magistrada Camacho, los Magistrados Arroyo, Armijo y el Suplente Benavides Santos.
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ENTRAN LA MAGISTRADA CAMACHO, LOS MAGISTRADOS ARROYO, ARMIJO Y EL SUPLENTE BENAVIDES SANTOS.

 

Continúa con el uso de la palabra la Presidenta, Magistrada Villanueva: "La propuesta concreta es trasladar este asunto a la Auditoría Judicial, para que realice una investigación preliminar y determine el uso que se le ha dado a los fondos públicos aportados por el Poder Judicial a dicho Programa".

Indica el Magistrado Chinchilla: "La idea es que se remita a la Auditoría Judicial para que investigue el uso dado a los fondos públicos. Ellos sabrán si realizan una investigación preliminar que siempre la hacen, y luego determinarán si es necesario a hacer una más detallada.

Lo que se debe investigar es el aporte que realiza el Poder Judicial, si ellos despilfarran los Bienes Públicos de la Universidad Nacional es problema de de ellos".

Sin objeción de las señoras Magistradas y los señores Magistrados presentes, se acordó: Aprobar la propuesta planteada por el Magistrado Chinchilla, en consecuencia, solicitar al licenciado Hugo Esteban Ramos Gutiérrez, Auditor Judicial, que realice una investigación de la información que se dio cuenta, para determinar el uso que se le ha dado a los fondos públicos que aporta el Poder Judicial al Programa de Maestría en Administración de Justicia de la Universidad Nacional y rinda un informe a esta Corte.”
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El máster Walter Jiménez Sorio, Auditor General interino, en oficio N° 77-13-AF-2014 del 23 de enero último, rinde el siguiente informe:

“Con el fin de que lo haga de conocimiento de la Corte Plena, me permito señalar que en sesión del 12 de agosto del 2013, artículo XIII, la Corte conoció, a petición del Magistrado Carlos Chinchilla Sandí, la nota anónima que recibieron las señoras Magistradas y los señores Magistrados, mediante la cual se informaba sobre supuestas anomalías con el uso de los fondos públicos que otorga el Poder Judicial al Programa de Maestría en Administración de Justicia de la Universidad Nacional. En vista de ello, se tomó el siguiente acuerdo:

[…]

Sin objeción de las señoras Magistradas y los señores Magistrados presentes, se acordó: Aprobar la propuesta planteada por el Magistrado Chinchilla, en consecuencia, solicitar al licenciado Hugo Esteban Ramos Gutiérrez, Auditor Judicial, que realice una investigación de la información que se dio cuenta, para determinar el uso que se le ha dado a los fondos públicos que aporta el Poder Judicial al Programa de Maestría en Administración de Justicia de la Universidad Nacional y rinda un informe a esta Corte.

En acatamiento de lo dispuesto por Corte Plena, esta Auditoría procedió a analizar el contenido de la denuncia planteada, y determinó, en primera instancia, que las presuntas anomalías cuentan con una antigüedad considerable (más de 10 años), lo cual representó una limitante ante la imposibilidad de tener acceso a la documentación.  Además, los cuestionamientos plantean varios aspectos subjetivos y de carácter personal,  que rodean los actos mencionados en dicho documento, los cuales no fueron objeto de evaluación, ya que nuestro examen se centró en dar cumplimiento a lo requerido por Corte Plena, respecto al adecuado uso de los recursos que destina la Institución a este Programa de Maestría.

Debido a lo anterior, se recurrió a fuentes de información más recientes, desarrollándose diversos procedimientos orientados a aclarar la situación bajo comentario.  A continuación se hace referencia a los resultados obtenidos:

1. Por medio de entrevistas efectuadas con funcionarios de la Auditoría de FUNDAUNA y de la Contraloría de la Universidad Nacional, se determinó que las denuncias señaladas fueron atendidas por dichas dependencias.  Sobre el particular se emitió en su momento, el informe C.168-2013, fechado 30 de agosto de 2013, firmado por la M.A.S. Elizabeth Aedo Cubero, Contralora de dicha Universidad.  En ese documento se emitieron las respectivas recomendaciones al máster José Carlos Chinchilla Coto, Coordinador de la Maestría, con el fin de fortalecer el sistema de control interno, debido a ciertos aspectos de mejora debidamente identificados concernientes a temas propios de la citada Maestría. 

2. Asimismo, en entrevista realizada al máster José Carlos Chinchilla Coto, Director de la Maestría en Administración de Justicia, manifestó que ignora las razones que fundamentan las citadas denuncias, ni el fin perseguido al hacerlas, ya que en su criterio, el manejo de Programa de estudio, ha sido transparente por cuanto los fondos transferidos por el Poder Judicial al Posgrado, son depositados y operados directamente por la Universidad Nacional y no por la Fundación.  Asimismo, reiteró que estos recursos únicamente son utilizados en proyectos o acciones relacionadas con el proceso de enseñanza del Programa de Administración de Justicia, requiriéndose para ello la aprobación de las autoridades superiores de dicho Centro de Estudios.

3. En consonancia con lo citado, cabe indicar que de la documentación analizada se concluye que el uso dado por la Universidad Nacional a los fondos de este Programa, se enmarcan dentro de las cláusulas establecidas en la III Reunión de Cortes Supremas de Justicia de Centroamérica y Panamá, celebrada en 1991, en donde se acordó crear la “Maestría en Administración de Justicia, enfoque Socio jurídico”, la cual incluye dentro de sus objetivos los siguientes:

         […]

1.      Desarrollar las Especialidades organizadas por áreas profesionales en Administración de Justicia Civil, Laboral y Penal de acuerdo a las necesidades del Sistema Judicial Regional, teniendo como características la integración teórico-práctica especializada y la incorporación de un marco sociológico de referencia.

2.      Preparar los funcionarios judiciales para una eficiente administración de justicia, en cuanto a habilidades, conocimientos, destrezas y actitudes.

3.      Fortalecer en el participante las actitudes ético profesionales que se requieran para el desarrollo de los cargos dentro de una adecuada Administración de Justicia. 

4.      Desarrollar trabajos de investigación en el ámbito socio jurídico que aporte nuevos enfoques al Posgrado como a la Sociedad Costarricense y Centroamericana. 

5.      Fortalecer procesos, de desarrollo profesional incluyendo Didáctica Universitaria, para profesionales que colaboren en la docencia, investigación y extensión del programa.

Asimismo, para la correcta ejecución de dicho programa de estudios, (aprovechado anualmente por cerca de 17 servidores judiciales) el Poder Judicial destina por año ¢25.000.000,00, los cuales son cancelados en un sólo tracto presupuestario, depositado directamente en las cuentas bancarias de la Universidad Nacional, para que sea el Programa de Gestión Financiera de dicho Centro de Estudios, el que resguarde, contabilice y autorice el destino de ese dinero; el cual únicamente puede ser utilizado de acuerdo a las necesidades del Programa de Maestría, invirtiendo la mayor parte en sufragar los salarios de su personal docente y académico, previo a la presentación y aprobación del presupuesto de la Maestría, condición que cumple con lo establecido en la cláusula Quinta del Convenio en donde se establece:

[…]

Quinta: De acuerdo con las posibilidades presupuestarias la ejecución del Posgrado podrá hacerse gradualmente, previéndose para el futuro la apertura de nuevas especialidades en la Administración de Justicia no contempladas en este convenio.

La sumas que ambas partes incluyan dentro de sus presupuestos para la ejecución del presente convenio, se destinarán esencialmente a financiar:

I.       Adquisición de equipo de cómputo, accesorios y audiovisuales y de comunicación que sean necesarios para cumplir los objetivos del programa.

II.     Contratar docentes nacionales para el desarrollo de los diversos ciclos del posgrado.

III:   Contratar docentes extranjeros para apoyar las tareas de preparación del programa en cuanto a contenidos y modalidades de investigación, y realización de talleres con los docentes nacionales.

IV.    Elaborar materiales didácticos. 

V.      Realizar una apropiada divulgación del programa, tanto a nivel nacional como centroamericano, para cumplir con el Acuerdo de la III Reunión de Cortes Centroamericanas de Justicia, realizada en Honduras en mayo de 1991.

VI.    Realizar publicaciones.

VII.   Adquisición de papelería.

VIII. El Poder Judicial podrá realizar los aportes económicos necesarios exclusivamente a la Universidad Nacional, para el cabal cumplimiento del presente convenio, los que serán complementados con los recursos que aporte la universidad para ese aspecto.

Con fundamento en el resultado de los procedimientos antes citados, esta Auditoría concluye que el uso dado a los recursos destinados por el Poder Judicial, al Programa de Maestría en Administración de Justicia de la Universidad Nacional, se encuentran acorde con lo establecido en la normativa que lo regula, y no determinó evidencia que respalde los aspectos citados en la denuncia bajo análisis.

Pese a lo señalado en el párrafo anterior, esta Auditoría sugiere a Corte Plena que valore la conveniencia de solicitar a la Dirección de la Escuela Judicial, que analice si dicho convenio requiere algún grado de actualización, lo anterior considerando que éste fue suscrito en 1991, es decir, han transcurrido más de dos décadas sin que haya sufrido modificación alguna, lo anterior con el propósito de procurar en todo momento un adecuado marco normativo que proteja los recursos económicos destinados a este Programa.”
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Expresa la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Este asunto se refiere a un informe rendido por la Auditoría Judicial, solicitado por la Corte Plena, ante la denuncia de supuestas anomalías con el uso de los fondos públicos que otorga el Poder Judicial al Programa de Maestría en Administración de Justicia de la Universidad Nacional.

El informe no encuentra ningún hecho que deba ser sujeto de estudio o de sanción, y únicamente recomienda que el Director de la Escuela Judicial analice, si el convenio que tenemos con la Universidad Nacional, requiere algún grado de actualización”.

Manifiesta el Magistrado Arroyo: “Este es un asunto que viene siendo incorporado en las últimas 3 o 4 sesiones y quisiera que quedara constando mi complacencia con las conclusiones a las que llega la Auditoría del Poder Judicial.

En primer lugar, porque como ustedes recordarán, esto tuvo su inicio en una nota anónima, que originó una discusión en esta Corte, acerca de la pertinencia incluso de solicitar un pronunciamiento de estos. Si mi memoria no me falla, fue una reflexión que hizo el Magistrado Solís, en que nos advirtió que lamentablemente -desde mi punto de vista- la Contraloría General de la República está abriendo paso a las denuncias anónimas cuando de alguna manera se acusa o se pone en entredicho el manejo de fondos públicos.

Si esa es la realidad con la que vamos a tener que lidiar de ahora en adelante, no habrá más remedio que seguirlo haciendo, es en razón de ese cuestionamiento que finalmente esta Corte se inclinó por solicitarle a la Auditoría Judicial, que hiciera las investigaciones correspondientes al destino y uso que se le da a los fondos con que este Poder Judicial, en el marco del convenio Corte Suprema de Justicia-Universidad Nacional, contribuye específicamente para el mantenimiento de este importante programa.

Quisiera decir que es lamentable que personas con una trayectoria prístina en la academia, como es el caso del doctor José Carlos Chinchilla Coto, y otras personas por el estilo, tengan que enfrentar un cuestionamiento de esta catadura en su carrera, siendo personas que tienen una gran honorabilidad y respetabilidad, no solo a nivel de la Universidad Nacional o sus relaciones con la Corte, sino a nivel nacional, pero en este país vivimos y no hay mal que por bien no venga.

La investigación y dictamen que finalmente nos rinde la Auditoría Judicial, claramente con todas sus letras dice que los fondos que aporta el Poder Judicial costarricense a este programa de maestría, están destinados estrictamente en el marco del compromiso o convenio para el cual fue concebido y que así se realiza estrictamente.

Lo que quiero subrayar es la complacencia de que, finalmente hay un dictamen de la Auditoría Judicial, que se une a los auditorajes internos de la Universidad Nacional, que en su oportunidad han sido enviados a las señoras Magistradas y a los señores Magistrados de esta Corte.

El único interés que me corresponde en este momento, es saber que no solo el recurso económico, sino el recurso humano que esta Corte y este Poder Judicial invierten en tan importante programa, están siendo estrictamente aprovechados en el marco de la ley, reglamentos y propósitos que llevaron a este Poder de la República a su establecimiento, hace más de 15 años.

Sé que para las Magistradas y los Magistrados de esta Corte y juezas y jueces que contribuyen al fortalecimiento y ejecución anual de este esfuerzo académico, será también de mucha complacencia saber los resultados que finalmente se han obtenido”.

Dice la Magistrada Camacho: “Precisamente siguiendo un poco la línea que señalaba el Magistrado Arroyo, en esa oportunidad me mostré, y así consta en actas, disconforme con la forma en que se dio trámite a esa denuncia, precisamente porque estimo que si es un tema de fondo público y no queda de otra forma, como se ordenó en esa oportunidad, habrá que hacerlo de esa manera como se ordenó.

Quiero hacer énfasis en que esta Corte lo ordena porque así lo dice la ley, que en ningún momento de parte de esta Corte, hubo ninguna duda sino que es el cumplimiento de un requisito formal que así se exige y, que, por lo tanto en ese sentido, don José Carlos Chinchilla Coto, la Universidad Nacional y el Programa de Maestría de Administración de Justicia, tienen que estar tranquilas las personas que en ella laboramos, porque consideramos que es un aporte muy importante en la Carrera Judicial y como tal solicitaría que se declare firme el acuerdo que acoge el informe, para que de una vez por todas, el Programa y la Maestría tenga tranquilidad con este tipo de denuncias infundadas e irresponsables que se presentaron ante esta Corte”.

Prosigue la Presidenta, Magistrada Villanueva: “La parte final del informe que se propone aprobar, igual la Presidencia recomienda aprobarlo, dice: "…esta Auditoría concluye que el uso dado a los recursos destinados por el Poder Judicial, al Programa de Maestría en Administración de Justicia de la Universidad Nacional, se encuentran acorde con lo establecido en la normativa que lo regula, y no determinó evidencia que respalde los aspectos citados en la denuncia bajo análisis.

Pese a lo señalado en el párrafo anterior, esta Auditoría sugiere a Corte Plena que valore la conveniencia de solicitar a la Dirección de la Escuela Judicial, que analice si dicho convenio requiere algún grado de actualización, lo anterior considerando que éste fue suscrito en 1991, es decir, han transcurrido más de dos décadas sin que haya sufrido modificación alguna.” 

La propuesta sería aprobar el informe, declararlo firme como lo solicita la Magistrada Camacho y en cuanto a la actualización, para terminar sería trasladar a la Dirección de la Escuela Judicial, para lo que propone la Auditoría Judicial”.

SALE EL MAGISTRADO ARMIJO.

Refiere el Magistrado Chinchilla: “Si fuera posible, no dirigir el informe al Director de la Escuela Judicial, porque es un Órgano único, sino al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, que es el órgano deliberativo por excelencia que debería de conocer de este tema y para que analice si es necesario hacer algunas reformas, Órgano en el cual se integra también al Director de la Escuela Judicial”.

Añade el Magistrado Arroyo: “Estoy de acuerdo, lo único es que estimo que sería conveniente, que también el cuerpo de profesores que hemos venido colaborando con este programa durante años, sea parte del ente que analice y dictamine finalmente las recomendaciones que necesariamente tienen que hacerse, porque la experiencia de quienes hemos estado ahí, debe ser también tomada en cuenta”.

Señala la Magistrada Varela: “Tengo una duda. ¿Por qué la Escuela Judicial? Si este programa no es solo nacional, sino que es por convenio que tiene con otros países y responde a una política de desarrollo de capacitación bajo este programa, donde en esta Corte se ha definido el tema de las becas y a qué áreas vamos a dar prioridad, eso en cuanto a los objetivos generales.

En cuanto a la estructura del programa, estimo que inmiscuir a la Escuela Judicial sin demeritar lo importante que ésta tiene para el objetivo que fue creada, considero que se sale de los objetivos de la Escuela Judicial.

Desde mi perspectiva, no debe involucrarse a la Escuela Judicial en este tema”.

Agrega la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Voy a dividir el asunto. ¿Estamos todos de acuerdo en acoger el informe y declararlo firme en cuanto concluye el adecuado uso de los destinos de los recursos?

Sin objeción de las señoras Magistradas y los señores Magistrados presentes, se dispuso: Aprobar el informe rendido por la Auditoría Judicial, el cual concluye que el uso dado a los recursos destinados por el Poder Judicial al Programa de Maestría en Administración de Justicia de la Universidad Nacional, se encuentran acorde con lo establecido en la normativa que lo regula. 

Este acuerdo deberá comunicarse a la Universidad Nacional.
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Continúa la Presidenta, Magistrada Villanueva: “La Auditoría Judicial está haciendo una sugerencia, porque no ordena, sino que sugiere una valoración sobre posibilidades de cambio o de actualización del convenio. Sugiere que sea la Dirección de la Escuela Judicial.

Hay una propuesta para que no sea solo la Dirección de la Escuela Judicial, sino el Consejo Directivo. Hay otra propuesta para que esa actualización la revisen también quienes participan en ese programa y hay otra que es excluyente de la Escuela Judicial”.

Expresa la Magistrada Varela: “La idea que concretaría es que si hay una sugerencia de que se haga un replanteamiento o una revisión, pues no estaría mal que la misma organización que la puso en ejecución la haga. Me parece que la Universidad Nacional y los compañeros y compañeras que han trabajado muy de cerca en este programa, tienen la capacidad suficiente para hacer un análisis y un replanteamiento, si es que lo requiere, de acuerdo a las necesidades de capacitación institucional bajo esa modalidad, por eso considero que no debe de involucrarse a la Escuela Judicial, porque me parece que se le estaría dando una extensión de competencias que no tiene”.

         Indica la Magistrada Arias: “De esto tuve conocimiento cuando leí el informe, realmente no sabíamos que la Auditoría Judicial estaba solicitando una intervención de la Escuela Judicial en ese sentido, pero sí considero importante que la Escuela Judicial participe, no porque vayamos a entrabar de ninguna forma el trabajo tan bueno que ha venido desempeñando la maestría en administración de justicia, pero sí es importante el enlace que tiene que existir entre esa maestría y la necesidades de capacitación que tiene el Poder Judicial, que por cierto son muchísimas y los recursos son escasos, con lo cual me parecería tal y como lo propone el Magistrado Arroyo, que integremos una parte bipartita, por un lado la Escuela Judicial y por otro lado el equipo de profesores, de forma tal que rindamos a esta Corte, el informe lo más completo posible, para que podamos precisamente tener los mejores resultados, tanto de la capacitación tan buena que, como digo, se ha dado en la Universidad Nacional como de la rectoría que tiene la Escuela Judicial en todo el tema de capacitación judicial”.

Interviene la Magistrada Camacho: “El tema de una alianza estratégica con la Escuela Judicial, desde el punto de vista académico, nada más para los programas y la actualización, me parece muy conveniente; sin embargo, insistiría, como bien lo planteaba el Magistrado Arroyo, que los profesores y profesoras que hemos estado al frente de este programa por mucho tiempo, nos incorporemos cuando la evaluación se vaya a realizar, un poco para tener la perspectiva que tiene la Escuela Judicial y aportar nosotros como órgano de profesores y profesoras, desde el punto de vista de la maestría que es de carácter meramente profesional.

No vería inconveniente, más bien agradecer a la Escuela Judicial el aporte y el apoyo que nos pueda brindar, pero que la evaluación sea con los profesores y profesoras de la maestría también”.

ENTRA EL MAGISTRADO ARMIJO.

Señala el Magistrado González: “Sobre este tema quisiera opinar al respecto, bien haría la Escuela Judicial en concentrarse en temas concretos del Poder Judicial, donde podríamos mejorar bastante y en cuyas competencias, por supuesto, todos estamos en la mayor anuencia a fortalecer y, si bien es cierto, un convenio en lo académico es pertinente, a lo sumo, para no decir que se le cierran las puertas y que se está en contra de la Escuela Judicial ¡Que jamás! Nadie como mi persona ha apoyado a la Escuela, sí quisiera advertir, que más allá de ello se violaría eventualmente la autonomía universitaria, tanto de la Universidad Nacional como de la Universidad de Costa Rica y el Poder Judicial, por más sanas intenciones que tenga, debería cuidarse también en ello, porque hoy con la Universidad Nacional, mañana con la Universidad de Costa Rica, después con la Universidad Estatal a Distancia y quién sabe dónde más después.

Tenemos muchas competencias para querer abarcar más, sugeriría que cada uno a lo suyo y que nos mantengamos en la Universidad Nacional que; observen que interesante, hay participación judicial y universitaria, ahí están representados todos los intereses en juego, porque los profesores son los nuestros, es mi opinión”.

Prosigue el Magistrado Chinchilla: “Aquí hay un elemento diferenciador, en todos los demás programas de capacitación externa por universidades públicas o privadas, a excepción de la Universidad Nacional, en ninguna colabora económicamente el Poder Judicial, no aporta un solo colón, en cambio en la Universidad Nacional sí aporta”.

Interviene la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Sí señor, hay un dinero que se le otorga a la Universidad de Costa Rica para un programa, que si no me equivoco son como veinticinco millones de colones, podemos detallarlo”.

Añade el Magistrado Chinchilla: “Sería importante saberlo, porque eso no lo sabía, también nosotros ocupamos dinero para capacitar a nuestros jueces y juezas en muchas áreas y habría que ver cuál es ese otro programa”.

Aclara la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Es producto de convenios”.

Agrega el Magistrado Chinchilla: “Claro que sí, pero antes de hacer convenios tenemos que analizar las necesidades internas, siempre he estado de acuerdo con la actividad que realiza la Universidad Nacional, pero son fondos públicos que están bajo la custodia del Poder Judicial y claro que nos interesa lograr ver aspectos relevantes que, como le digo, la integración de los profesores que dan clases en este programa me parece excelente para que colabore con la Escuela Judicial, no observo problema alguno; pero sí me interesaría y deberíamos hacer un estudio y analizar dónde estamos invirtiendo dinero, porque sé de universidades privadas, que más bien otorgan un 50% en becas para nuestros funcionarios y funcionarias y no se cobra absolutamente nada.

El Poder Judicial está manteniendo casi un programa completo en la Universidad Nacional, pero me parece excelente y me interesaría más bien conocer ese otro convenio con la Universidad de Costa Rica que menciona la señora Presidenta, para analizar en qué términos se pactó”.

Prosigue la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Es un convenio que tiene la Escuela Judicial también.

Únicamente es para efectos de aclaración. Vamos a buscar para que usted tenga conocimiento, pero todo eso viene también en el presupuesto cuando aquí lo aprobamos.

Por claridad les recuerdo, cualquier acuerdo que se tome, se trata de una propuesta de actualización, que si es un convenio, exige que la otra parte también lo acepte, primero revisar si procede o no, es un convenio que tiene más de 20 años, que se dio porque había en este país pocos postgrados en Derecho para esa época. Participé en promover esto e incluso la idea original era que fuera laboral y familia, no penal, pero en ese momento no había en Costa Rica personas con grados académicos mayores a licenciatura, excepto don Bernardo Van der Laat, que no era Magistrado. Él era el único que tenía un grado mayor y eso era lo que exigía el Consejo Nacional de Rectores (CONARE) para admitir un grado mayor a la licenciatura.

Ese convenio se realizó con miras a fomentar ese estudio de derecho posterior a licenciatura, que en ese momento, hace más de 20 años no existía, luego han proliferado.

Pero esto es sujeto de un convenio que deberá estudiarse. Ustedes verán si procede o no la actualización, puede no proceder y después también, sugerirlo y luego de ello someterlo, porque lo que hay es un acuerdo de partes y posteriormente habría que someterlo a la Universidad Nacional, no es que esto cambiaría de inmediato, es decir, hay todo un proceso que habría que realizar, eso para centrarlo.

No sé si el Magistrado Aguirre lo recuerda, pero participé en el impulso a este proyecto, como un estudio posterior a la licenciatura que no existía y principalmente en las materias de familia y laboral, que en el país menos existía. Ese fue el origen de ese convenio”.

Añade el Magistrado Chinchilla: “Es que hay una cuestión diferente en esto, si usted se da cuenta, todas las universidades han evolucionado, cuando hice un postgrado en la Universidad de Costa Rica, la Corte nos daba una beca que era para no trabajar y estudiar y posterior a eso se vio la necesidad, estaba la Universidad Nacional y se modificó el condicionamiento para ayudar económicamente también al Poder Judicial, siendo que se pasa de un sistema totalmente concentrado en el estudio en uno bimodal, es decir, se trabaja pero también se estudia, pero en otros tiempos diferentes, eso cambió.

El ámbito de la Universidad Nacional no ha cambiado y no estoy pretendiendo que cambie, pero ha sido distinto, la carga económica; ahora usted me sorprende con que el Poder Judicial aporta veinticinco millones de colones para un convenio con la Universidad de Costa Rica, que no sé de qué programa se trata y sería importante saberlo, habría que analizar a qué se dedica, porque realmente me llama la atención, pues eso era antes de que los postgrados se impartieran en el día, es decir, cuando se impartía en el día me imagino que era distinto, porque el Poder Judicial sacaba una suma importante para pagar los salarios a los empleados judiciales, luego eso se elimina, pero como les digo sí es interesante analizar esa situación y el único que no ha evolucionado en ese campo es el de la Universidad Nacional. Me parece bien porque las funcionarias y los funcionarios se logran de su tiempo útil, pues éste es el que tenemos laborando, estudiar y obtener buenos resultados.

Como les digo, no es mi intención cambiar eso, pero sí decir que no necesariamente los demás han cambiado y este también ¡No! más bien los demás han evolucionando en forma diferente, requiriendo menos dinero del presupuesto del Poder Judicial y ha sido muy eficiente tanto unos como otros”.

Indica el Magistrado Salazar: “Únicamente para recordar, en el Consejo de la Judicatura, cuando llegaban muchas solicitudes de jueces disconformes con los tribunales evaluadores, existía mucho la molestia por la forma en que los mismos jueces que son los que integraban los tribunales evaluadores, preguntaban sobre “x” materia. En el Consejo de la Judicatura se decía que el resultado de las pruebas no tenía ningún tipo de recurso, sin embargo, de común acuerdo con la Escuela Judicial, se fue haciendo en asociación con el Consejo Directivo de esa Escuela, lo que era la capacitación permanente de los jueces y las juezas, no para la labor jurisdiccional diaria, sino para que supieran hacer preguntas, formular ítems, hacer programas y los resultados para el Consejo de la Judicatura, después de 15 años que los tribunales evaluadores no eran actualizados en los temarios, dio como resultado que, de común acuerdo con el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y los profesores de planta de la Escuela, los jueces pudieran actualizar los temarios.

Esto se hizo después de 15 años de que cada juez o jueza en cada rama o jurisdicción venían trabajando solos, eso disminuyó en el Consejo de la Judicatura las quejas que había sobre muchos tribunales.

Si este programa que tiene prestigio internacional, se puede reforzar después de más de 20 años con el Consejo Directivo, lo que dice el Magistrado Arroyo puede ser de mucho provecho, que el cuerpo de profesores de la Universidad Nacional de esta maestría, de común acuerdo con el Consejo Directivo, puedan actualizar los temarios y considero que la Escuela Judicial tiene gente muy valiosa, que al menos con los tribunales evaluadores dio mucho resultado.

Estimo que si se hace de común acuerdo entre profesorado y la Escuela Judicial, actualizar los temarios después de más de 20 años, enriquecería aún más el prestigio que tiene esta maestría de la Universidad Nacional”.

Expresa el Magistrado Aguirre: “Estamos como dicen, revolviendo algunos temas, porque efectivamente este programa de formación que se desarrolla en la Universidad Nacional, surgió a instancias del Poder Judicial, en aquel entonces estábamos muy preocupados, porque no había un postgrado que estuviera dirigido a la administración de justicia y recuerdo que esta Corte en esa época, nos comisionó a don Luis Fernando Solano y a este servidor, para que fuéramos a la Universidad de Costa Rica a hacer un planteamiento, nos acompañó también don Luis Paulino Mora, tuvimos una reunión con don Luis Garita, que estaba en la rectoría, a don Luis Paulino le pareció muy interesante el tema y se hizo un planteamiento formal a la Facultad de Derecho, pero ellos no aceptaron impartir una especialidad o un curso de formación orientado hacia la administración de justicia, porque privó la tesis, hasta donde a mí se me comentó, de que la enseñanza del derecho era de tipo genérico y que esa universidad no tenía por qué aplicar cuestiones que tenían que ver con administración o gestión e incluso se hablaba en ese momento, del tema de la formación sociológica y psicológica que tenían que tener los jueces y juezas y mucho menos le gustó a algunos de los profesores, sobre todo de corte muy clásico, para quienes la enseñanza del derecho es una cuestión de normas, comentarios y análisis al margen de las normas, como se hacía en la antigüedad.

Eso fue lo que nos movió a ir a la Universidad Nacional, en búsqueda precisamente de que la esa universidad impartiera este curso, y contrario a la Universidad de Costa Rica, nos encontramos con un ambiente muy abierto, solo que tenían un problema, y es que la Universidad Nacional no tiene Facultad de Derecho y de ahí fue que surgió la idea de elaborar un programa de formación judicial con dos proyecciones, una desde el punto de vista sociológico y que en ese caso sería la Facultad de Sociología, que ellos tienen muy desarrollada esa temática, y en segundo lugar, que fuera no solo para la administración de justicia costarricense, sino también darle una proyección a nivel centroamericano y así fue como surgió el convenio.

Pensar que la Universidad Nacional replantee toda esa temática, cambiar el enfoque sociológico para el desarrollo de temarios que tengan que ver con lo que a este Poder Judicial interesa, es un poco difícil, porque esto tiene que ver más que todo con nuestro interés, pero también con la visión que tiene dicha universidad, y ahí entra en juego lo que decía el Magistrado González, su autonomía, al punto de que ellos se reservan el derecho de admitir los jueces o juezas que considera que tienen condiciones para recibir la maestría, y hay todo un proceso de selección, controles cruzados, etcétera.

Considero que el tema de la formación inicial a fondo, si quisiéramos hacerlo, como se estila hacer en España, por ejemplo, que se imparten cursos de derecho procesal, en forma muy amplia y profunda y no en general, cursos básicos de las distintas materias, tendría que ser en las propia Escuela Judicial.

Habría que negociar con las autoridades de la Universidad Nacional, para saber hasta qué punto pueden ellos asumir una proyección más nacional, porque tienen la idea de ser universidad y esto obviamente implica una formación a nivel más universal, y de ahí inclusive que tienen una proyección a nivel centroamericano e incluso reciben jueces de Panamá y de los distintos países de Centroamérica y efectivamente tienen una buena clientela de esos países, por decirlo así.

De modo que estimo que no es un asunto como que este Poder Judicial pudiera manejar para nuestros propios intereses”.

Agrega la Magistrada Arias: “Como no hay otra forma de hacerlo, pregunto al Magistrado Aguirre lo siguiente, porque desconozco realmente todo el tema que tiene que ver con el funcionamiento de este convenio, pero sí quisiera saber algunas cosas que quizá usted conozca o algunos de los profesores que imparten lecciones en esa universidad.

Entiendo porque eso si lo sé, que el Poder Judicial otorga un permiso con goce de salario a nuestros funcionarios y funcionarias para que se dediquen por completo a la maestría. ¿Quién otorga los permisos para que nuestros profesores impartan lecciones en esa universidad? ¿Imparten lecciones en horas laborales? ¿Cómo funciona este tema? Porque ha habido también mucho cuestionamiento en relación con esto y sinceramente lo desconozco.

Por un lado hablamos de autonomía universitaria, pero por otro financiamos el programa y, además, aportamos los estudiantes y los profesores en horario laboral.

No tengo muy claro cuál es el funcionamiento y en principio deberíamos hacer esta revisión, porque la Auditoría Judicial lo está solicitando así. Por supuesto, no tengo ningún interés en hacer un estudio adicional, porque todo estudio que se haga significa tiempo y recursos, pero sí es importante que conozcamos cómo esta la situación también para conocerla, para tomar las mejores decisiones y que éstas nos impulsen a mejorar siempre nuestra Institución”.

Aclara el Magistrado Aguirre: “Lo que sé es que existe un convenio que firmamos con ellos hace muchos años, no lo tengo en este momento, pero el Poder Judicial se comprometió a aportar una suma de dinero anualmente, no recuerdo el monto, pero no es una suma muy importante, anda alrededor de diez millones de colones aproximadamente, no es una suma muy alta y, efectivamente, también nos comprometimos a aportar un grupo de jueces y juezas de algunas materias específicas como civil, familia, penal y agrario.

Era un grupo de profesores de aproximadamente 19 jueces y juezas, pero el año antepasado, me parece que le quitamos algunos, con el propósito no de presupuestar cincuenta millones de colones, para enviar alguna persona a estudiar a Europa, lo que sucedió es que esa partida o ese programa nunca se ejecutó y la partida posiblemente en algún momento fue variada de destino a través de algún presupuesto extraordinario. No recuerdo la cantidad de jueces y juezas que en la actualidad estamos suministrando, que viene a ser algo así como la base del programa.

En cuanto a la cantidad de profesores, no sé si nos obligamos formalmente en ese convenio, sé que algunos jueces como don José Rodolfo León Díaz, también la Magistrada Camacho y el Magistrado Arroyo imparten o impartieron lecciones en esa maestría. Doña Ana Virginia Calzada me parece que en algún momento estuvo vinculada como académica. El Magistrado Armijo también.

Hay un importante número de Magistrados, Magistradas, jueces y juezas que colaboran en ese programa, desconozco los horarios, pero supongo que son en horas laborales, pues se imparten en el transcurso del día; repito, este sería un tema que si quisiéramos en algún momento revisar, tendríamos que sentarnos con las autoridades de la Universidad Nacional, pues se trata de un convenio que tiene todo un clausulado y si quisiéramos variarlo no lo podemos hacer unilateralmente, sino de común acuerdo con esas autoridades”.

Manifiesta el Magistrado Armijo: “Este programa de postgrado surgió a raíz de una iniciativa de la Corte, como decía el Magistrado Aguirre, quien lo coordinó en su momento fue don Luis Fernando Solano, básicamente lo que la Corte requería en ese momento era crear un programa específico de estudios superiores, orientado directamente para los administradores de justicia; a diferencia de otros postgrados existentes en el país en ese momento, que tenían un carácter más general, como también lo dijo el Magistrado Aguirre, la Universidad de Costa Rica impartía el postgrado en ciencias penales, que era enfocado en un área específica, pero lo que se quería era un programa que formara jueces, fiscales o defensores en un área específica y la Universidad Nacional ha estado realizando esta labor.

Este programa de postgrado es el único que está orientado hacia funcionarios judiciales, de cara a una respuesta en relación con el servicio que prestan los funcionarios, si se quiere fue algo así como el anteproyecto de lo que ahora se está haciendo a través de la Escuela Judicial con este grupo de capacitación de los jueces.

En un principio era solo en materia penal, pero luego se incluyó la materia de familia, para capacitar a los jueces de familia, que no podían ir al extranjero porque ésta Institución no tenía la capacidad económica, y posteriormente también se incluyó a los jueces agrarios.

La particularidad que tiene el programa también es que no es solamente un programa para Costa Rica, sino que es un programa que se presta para toda la cuenca Centroamericana, es decir, que los jueces del resto de países de Centroamérica y el Caribe también reciben la maestría y la verdad es que se forma una especie de análisis de derecho comparado que da una respuesta para todos los países de la región.

En cuanto a las lecciones, por lo menos en lo que a mí corresponde, normalmente las imparto de noche, es decir, fuera de horario laboral y además de eso ad honorem desde hace mucho tiempo, y creo que muchos otros profesores lo hacen de la misma forma, pero básicamente también es una forma de devolver y cooperar con el Poder Judicial y con la Universidad Nacional.

Este postgrado ha formado una gran cantidad de jueces, juezas, fiscales, fiscalas, defensores y defensoras. Normalmente los que admiten para ese programa son los primeros promedios que son recomendados para este tipo de actividades y normalmente hemos tenido un grupo, por lo menos en materia penal, aproximadamente de la mitad son costarricenses y el resto son de Centroamérica y el Caribe, principalmente República Dominicana.

Ha sido un complemento, para mí es lamentable lo que ha pasado en el país en los últimos años, este cuento de que uno es juez todo el día y luego en la noche con lo que le queda de energías es estudiante de tiempo completo me parece ridículo; sin embargo, por razones económicas eso lo hicieron con el postgrado en ciencias penales de la Universidad de Costa Rica y creo que lo han hecho en otros lugares.

Lo ideal, desde mi punto de vista, era estudiar como estudiamos algunos de los que están acá, que éramos estudiantes de tiempo completo y a tiempo completo nos exigían y estimo que los resultados de este tiempo completo se vieron durante un gran período en este Poder Judicial.

Ahora los muchachos tienen que ver qué hacen, cómo sobreviven después de un día laboral, para llegar ahí a escuchar 4 o 5 horas y de ahí salir a estudiar para dar un rendimiento de una persona que tiene que trabajar todo el día.

Si pudiera volvería a época donde las personas estudiaban a tiempo completo y estaban dedicadas a eso. Había un proceso de selección bastante fuerte y eso nos dejó mejores réditos.

Independientemente de la discusión si este sistema sirve o no sirve, lo cierto es que este programa fue una respuesta específica a un problema específico de la Corte, que la Universidad de Costa Rica no quiso implementar de esta manera. Por eso creo que fue la negociación con la Universidad Nacional y muchos de nosotros hemos prestado servicio ahí durante muchos años, tratando de ayudar en lo que podemos”.

Indica el Magistrado Arroyo: “Quisiera que llegáramos a algún acuerdo. Después de escuchar todo lo que se ha dicho, me parece que deberíamos aprobar tal como está la recomendación del dictamen de la Auditoría.

Estoy seguro que don Marvin Carvajal podrá coordinar con el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, cualquier indicación que se pueda hacer en esta materia y estoy seguro que esta Corte también escuchará a los miembros de ella, que hemos estado durante muchos años en este asunto. Finalmente, si la Corte tiene alguna recomendación que hacer al convenio con la Universidad Nacional, se canalice de institución a institución, porque es cierto lo que se ha dicho aquí sobre la autonomía universitaria en materia de formulación de programas y de cátedra para saber cómo se estructura y cómo se hace un determinado programa de estudios.

No me cabe la menor duda de que la Universidad Nacional mostrará la apertura que siempre ha tenido, para escuchar cualquier sugerencia que esta Corte haga en cambios curriculares o actualización de contenidos.

Por qué no operamos sobre eso que se llama la buena fe y nos dejamos de suspicacias para actualizar los programas que el señor Auditor nos está diciendo. Estoy seguro que tanto en la Universidad Nacional como en esta Corte, vamos a tener las mejores disposiciones para hacerlo.

Entiendo que ya está superada la fase en que anónimas voces sugirieron corruptelas y malos manejos, eso ya está superado, si hay otras dudas con toda tranquilidad las podemos conocer y esclarecer y, repito, llegar a un acuerdo.

Le pido respetuosamente a los compañeros y a las compañeras que votemos el dictamen de la Auditoría Judicial tal como está, en el entendido de que, el Consejo Directivo de la Escuela Judicial podrá coordinar con don Marvin Carvajal, cualquier sugerencia que a bien tengan hacer y los profesores que por años hemos estado involucrados en este programa, también tendremos cosas que decir.

Creo que la Corte podrá negociar con la Universidad Nacional cualquier cambio que se dé”.

         Señala la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Entiendo que hay dos posiciones. La del Magistrado Chinchilla quien solicitó se ampliara y la otra es la propuesta modificada de que se apruebe la recomendación de la Auditoría Judicial tal como está. Esas serían las dos opciones”.

         Expresa la Magistrada Varela: “Me gustaría me aclaren lo siguiente. ¿La Escuela Judicial cuando se hizo todo este proceso participó o no participó? Si participó sí tendría sentido que colabore en la revisión, si no participó no veo la pertinencia, ni la competencia para hacerlo.

Me parece que las autoridades de esta institución que firmaron el convenio son las que tienen que reunirse, en eso no tendría objeción. Cualquier programa puede mejorarse día con día. Entonces que las autoridades que firmaron el convenio con la Universidad Nacional hagan un replanteamiento y revisen para determinar si es necesario mejorarlo. Si está involucrado el Director de la Escuela Judicial está bien, de lo contrario -desde mi punto de vista- sería una intromisión y como bien lo dijo la Magistrada Camacho, mañana estaríamos con la Universidad de Costa Rica y la Universidad Estatal a Distancia y sería de nunca acabar. 

La Escuela debe avocarse a lo que le compete y estimo que esto no es competencia de la Escuela Judicial”.

         Manifiesta la Magistrada Arias: “Entiendo que lo que está proponiendo la Auditoría Judicial no es que nos introduzcamos en ese ámbito de autonomía que tiene la universidad, sino que revisemos los alcances del convenio. No es para que revisemos cómo funciona la Universidad Nacional o cualquier otra universidad, sino los alcances de ese convenio. Ahí es donde entiendo que nosotros vamos a intervenir. Ir más allá por su puesto que jamás lo podríamos autorizar, porque ciertamente invadiríamos la competencia de la universidad y su organización.

El otro problema que tenemos es que suena muy bonito decir que sea el señor Director o el Consejo Directivo de la Escuela Judicial. Sin embargo, es muy difícil coordinarlo porque pasa lo siguiente. Uno es un órgano colegiado y el otro es un órgano ejecutor unipersonal. Si se le da la competencia al órgano colegiado habrá discusión y don Marvin Carvajal tendrá un voto, etcétera. Si se le da solo a don Marvin para que lo revise, pues él lo hará solo, pero no podría avocarse el Consejo Directivo a revisar lo que don Marvin está haciendo en toda su capacidad de actuación que está definida también por una ley.

Me inclino por recomendar a esta Corte que sea el Consejo Directivo de la Escuela Judicial. Yo lo presido, pero está integrado por una gran cantidad de integrantes de otras materias, está el Jefe del Organismo de Investigación Judicial, están todas las Unidades de Capacitación, el Departamento de Personal, etcétera, lo cual nos permite tener una mayor visión sobre la actuación de este convenio. No creo que estemos tratando de incidir de ninguna forma en el tema de la autonomía universitaria”.

         Dice el Magistrado Chinchilla: “Como lo dije en un primer momento, me parece que aquí el tema esencial son los fondos públicos que lógicamente son del Poder Judicial. Esto es parte de la transparencia, no una resistencia absoluta en que nadie tiene que ver lo que estamos haciendo, simplemente mejorar y saber la buena utilización que se hace de los fondos públicos. Aparte de eso creo que el programa de la Universidad Nacional ha dado una buena respuesta, pero no es un secreto que el Poder Judicial ha hecho de él una realidad.

Si nosotros en algún momento eliminamos los fondos que se dan y eliminamos a nuestros funcionarios, muy probablemente van a cerrar el programa, porque no tienen cómo recrear en eso, pero esa no es la idea, la idea es parte de la transparencia en este caso y transparencia en la utilización de los fondos públicos.

Entiendo a la Magistrada Arias, no se trata de decir que los programas que ustedes hacen los vamos a cambiar en este u otro sentido, sino en la forma distinta de cómo se van visualizando ciertas necesidades que tiene el Poder Judicial.

Me parece que al estar el Director de la Escuela Judicial integrado en el Consejo Directivo, que es el máximo órgano de la Escuela Judicial, sea este máximo órgano el que se avoque a esta situación, partiendo de que también estará el Director de la Escuela Judicial. Lo contrario sería empezar a desconocer la actividad de la Escuela Judicial y hay que tomar en cuenta que la Escuela Judicial actualmente tiene la encomienda centroamericana, el Centro de Formación en administración de justicia.

Considero que es parte de la transparencia en la utilización de fondos públicos y no es nada más que eso”.

         Indica la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Tenemos tres opciones. La propuesta de la Auditoría que es concreta al Director de la Escuela Judicial. La propuesta ampliada de la Magistrada Arias y el Magistrado Chinchilla que sea el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y la propuesta de la Magistrada Varela”.

         Interviene la Magistrada Varela: “Mi propuesta es en el sentido de que es competencia del órgano, en este caso de la Corte o la Presidencia, revisar el convenio junto con la Universidad Nacional, para determinar si es mejorable, porque en el fondo lo que dice la Auditoría Judicial es “revisen para ver si es mejorable”. A la Auditoría Judicial se le ocurre decir que es la Escuela Judicial y digo “se le ocurre”, porque me parece que ahí no está bien claro si participó o no, si es el competente o no para firmar y revisar este tipo de convenios.

Recordemos que en este caso la competencia la tiene el que aprueba el convenio para modificarlo, revisarlo o rescindirlo. Si fuera en el tema de contenidos, porque veo que va por otra vía, tampoco le compete a la Escuela Judicial, porque para mí sería la Universidad Nacional con el cuerpo de profesores que está atendiendo este programa y si es por el tema de los recursos públicos entiendo perfectamente que hay que optimizarlos, pero tampoco sería competencia de la Escuela Judicial”.

         Indica el Magistrado Chinchilla: “Me parece que en parte tiene razón la Magistrada Varela, porque lógicamente si hay que renegociar algo, será la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y qué mejor asesor tendría que el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, que le da un respaldo importante para saber de qué se estará hablando, qué se estará haciendo o qué se va a cambiar; o puede ser que no esté sucediendo nada de lo cual tenga que variarse y se mantenga en ese punto.

Volvemos a lo mismo, el Consejo Directivo de la Escuela Judicial es el que va a asesorar de alguna forma a la señora Presidenta, para que hable con las autoridades de la Universidad Nacional y se tomen los acuerdos que consideren necesarios. La Corte en su momento ratificará los mismos o no”.

         Continúa el Magistrado Arroyo: “Me ha parecido importante que el cuerpo de profesores que ha estado integrado a este programa por más de 15 años, algunos tenemos ese tiempo de servir a este programa, de alguna manera seamos tomados en cuenta en ese proceso. Aquí no aparece esta posibilidad. Insisto en que las opciones de votación no están realmente articuladas. 

La posición de la Magistrada Varela es definitivamente que no, algunos estamos más flexibles, pero quisiera saber qué va a pasar con nuestra intervención, que me parece absolutamente indispensable, porque el Consejo Directivo de la Escuela Judicial no ha tenido absolutamente nada que ver en todos estos años con este tema y me disculpan, pero el hecho de que haya representación del Organismo de Investigación Judicial o de otros sectores en ese Consejo, no me garantiza que tenga la menor idea de lo que se estará discutiendo”.

         Expresa la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Disculpe Magistrado Arroyo. Creo que interpreté mal su propuesta, porque deduje que usted la había variado”.

         Prosigue el Magistrado Arroyo: “No la he variado, lo que he dicho es que si se va a integrar al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, que la resolución obligue a ese Consejo, a que sea con el cuerpo de profesores que se consensúe cualquier propuesta que se traiga a esta Corte. Me parece que sería democrático y lógico, pues de lo contrario se estaría marginando a la gente que más conoce el programa”.

         Interviene el Magistrado Chinchilla: “La Magistrada Arias y mi persona hemos conversado sobre el tema y si es del caso modificamos la propuesta para que sea el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, integrado con los profesores y el cuerpo académico de la maestría en administración de justicia de la Universidad Nacional, los que discutan estos temas. No tengo problema en eso, me parece genial y excelente. No es contradictorio y si se entendió mal incorporo la propuesta que hace el Magistrado Arroyo dentro de la propuesta de la Magistrada Arias y mi persona para que se entienda en esa forma”.

Indica el Magistrado Salazar: “Creo que el Magistrado Arroyo lleva razón en algo. Si les parece, sería aprobar el informe solo que el Director de la Escuela Judicial de común acuerdo con el cuerpo de profesores y el Consejo Directivo de ese Escuela, revisen la actualización tal y como se está solicitando”.

La Presidenta, Magistrada Villanueva, le consulta al Magistrado Salazar: “¿Usted modifica la segunda opción?”

Responde el Magistrado Salazar: “Con esa aclaración estaría incluida”.

Refiere el Magistrado González: “Le entendí al Magistrado Arroyo, y yo participaba de eso, de que la propuesta de la Auditoría Judicial es la que debíamos aprobar a través de la Dirección de la Escuela Judicial y la Magistrada Varela tiene una posición distinta. 

Me gustaría que el Magistrado Arroyo fuera tan gentil de aclararme su posición y la Magistrada Varela, si es que tiene casa aparte en este tema también”.

Manifiesta el Magistrado Arroyo: “Opto por la opción 2 para salir de este engorroso procedimiento. Estimo que la primera opción sería solo un primer momento de un proceso al que, obligatoriamente tendríamos que someternos, es decir, si nos quedamos con la mera propuesta de la Auditoría Judicial, le estaríamos dando una encomienda al Director de la Escuela Judicial que, en mi criterio, necesariamente tendría que después coordinar con el Consejo Directivo de esa Escuela y con el cuerpo de profesores, para traer aquí alguna propuesta válida, por eso me parece que la segunda finalmente puede recoger ese proceso que necesariamente se va a dar en la práctica”.

Indica la Magistrada Varela: “La Auditoría Judicial está recomendando que se realice una revisión del convenio. Señalé que a la Auditoría Judicial se le ocurrió decir que sea el Director de la Escuela Judicial, pero en el fondo, para mí, si lo hacemos como lo recomienda la Auditoría Judicial, lo que estaríamos haciendo es un traslado de competencias que, en este caso, le corresponde a quien ejerce la Presidencia de la Corte, porque en su momento quien firmó el convenio  fue el Presidente de la Corte. Quien aprueba un convenio es el competente para revisarlo y no otro órgano. 

Si la Presidencia de la Corte quisiera buscar la asesoría, entiéndase bien, la asesoría como aquí se ha dicho, del Director de la Escuela Judicial o del Consejo de la Escuela Judicial, ese sería otro tema, pero debemos deslindar las cosas”.

Señala la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Tenemos tres propuestas. Primero la de la Auditoría Judicial que es la original. Segundo la unión de las posiciones de los Magistrados Arroyo, Chinchilla y la Magistrada Arias y la propuesta de la Magistrada Varela. Ya podemos votar”.

Recibida la votación correspondiente, por mayoría de doce votos, se acordó: Aprobar la propuesta planteada por la Magistrada Arias y los Magistrados Arroyo y Chinchilla, en consecuencia, solicitar al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, que en conjunto con el cuerpo académico de profesores que imparten lecciones en el Programa de Maestría en Administración de Justicia de la Universidad Nacional, analicen de manera consensuada, si el convenio pactado desde hace más de dos décadas con la citada Universidad, requiere de algún grado de actualización, esto con el propósito de procurar un adecuado marco normativo que proteja los intereses institucionales en dicho Programa e informen a esta Corte.  Así votaron los Magistrados y las Magistradas Villanueva, Aguirre, Vega, Camacho, Ramírez, Arroyo, Pereira, Chinchilla, Arias, Armijo, Rueda y Salazar.

Las Magistradas y los Magistrados Rivas, Solís, González, Castillo y la Suplente Vargas Vásquez emitieron su voto por aprobar la propuesta de la Auditoría Judicial, en el sentido de que sea la Dirección de la Escuela Judicial, quien analice si dicho convenio requiere algún grado de actualización.

Las Magistradas Escoto, Varela, Hernández y la Suplente Garro Vargas votaron por aprobar la propuesta de la Magistrada Varela, en el sentido de que sea la Presidencia de la Corte en conjunto con la Dirección de la Universidad Nacional, quienes determinen si el convenio requiere algún grado de actualización, al estar suscrito por ambas partes.
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Acto seguido expresa la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Quiero informarles que, efectivamente existe un convenio con consultorios jurídicos que implica cuatro mil quinientos millones de gastos por servicios personales y suministros y veinticinco millones anuales por capacitación. 

Lo tengo presente porque está para estudio y firma y ha estado vigente anteriormente. Además tiene el pago de un salario que es el punto que estaban aclarando”. Se declara acuerdo firme.”
-0-

SE ACUERDA: Designar al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial,  para que en conjunto con el cuerpo docente del “Programa de Maestría en Administración de Justicia de la Universidad Nacional”, valoren si el convenio base de dicho programa requiere de algún grado de renovación. El Dr. Carvajal Pérez informará sobre el resultado de dicha gestión al Consejo Directivo, el cual lo analizará para rendir una propuesta a la Corte Plena.  ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO VII
Oficio 065-STG-2014 del 04 de marzo de 2014 de la M.Sc. Xinia Fernández Vargas, jefa a.i., Secretaría Técnica de Género, Poder Judicial, suscrito al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, en donde se comunica el acuerdo tomado por la Secretaría Técnica de Género, en sesión del 14 de febrero del año en curso,  que dice: 
Reciba un cordial saludo. Por este medio hago de su conocimiento que en sesión de la Comisión de Género celebrada el día 14 de febrero de los corrientes, se conoció como Punto 2 de Agenda: “Recomendación del Tribunal de la Inspección Judicial a la Secretaría Técnica de Género, en relación con el expediente 13-000975-0031-IJ, en cuanto a brindar capacitación a choferes de magistrados y magistradas de la Corte Suprema de Justicia”

Lo anterior, refiere a un caso anónimo que se tramitó ante la Inspección Judicial por supuestas incorrecciones de una funcionaria del Área de Transportes, en el cual se denota que existe una discriminación contra ella por parte de algunos choferes, por su condición de género, el asunto fue desestimado, sin embargo se realizaron una serie de recomendaciones a la Secretaría Técnica de Género, una de ellas fue precisamente encontrar la manera de capacitar y sensibilizar a los choferes de magistradas y magistrados, considerando el tipo de funcionario, así como su disponibilidad de horarios. 

     En relación a lo anterior, se transcribe acuerdo tomado en dicha sesión:

“1. Encargar a la Secretaría Técnica de Género que en conjunto con la Escuela Judicial elaboren una propuesta de capacitación especializada que reúna las condiciones idóneas, con el objetivo de sensibilizar a los choferes de magistrados y magistradas de la Corte Suprema de Justicia.”
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SE ACUERDA: Trasladar al Departamento de Gestión Humana la solicitud de la Comisión de  Género del Poder Judicial, para que valore dicha petición. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO VIII
La M.Ba. Magdalena Aguilar Alvarez, encargada del Área de Servicios Técnicos de la Escuela Judicial presentó un informe referente a avances de la campaña de divulgación sobre las actividades de la Escuela Judicial y Unidades de Capacitación, que se describe a continuación:
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Informe de avances

Seguimiento al proyecto

Ala fecha se han desarrollado tres reuniones con las personas representantes de las
unidades de capacitacion y el personal a cargo por parte del AST. Se ha utilizado el servicio
de videoconferencia para realizar dichas reuniones.

Se han realizado minutas para cada reunién

Se remitid a todas las personas involucradas el calendario de publicacion para el Boletin
informativo del 2014, tanto con la fecha de publicacién como la fecha maxima para la
recepcién de informacién en AST.

Se remitid la calendarizacion para trabajar el video informativo de cada unidad de
capacitacion.

Capsulas formativas

Se han publicado cinco capsulas formativas de la Escuela Judicial. Se desarrollaron diez en
total sobre temas relacionados con la Escuela Judicial, y cinco més sobre el Consejo Directivo.
Se adjuntan en el Anexo 1.

Ala fecha se han recibido y desarrollado 12 capsulas formativas de la Defensa Publica y 3
informativas

Quedan pendientes las cépsulas de las demds unidades, al respecto se recibi la siguiente
informacion por parte de cada representante de las unidades de capacitacion.

Ministerio piblico: las desarrollaran para el segundo semestre de 2014,

O1LJ: deben revisar el tema con la jefatura de la unidad de capacitacion, queda pendiente el
envio para el 20 de marzo.



[image: image3.jpg]Las demds unidades se atenderan segin en las siguientes fechas:
Abril: Consejo Directivo
Mayo: Defensa Publica

Junio: Gestion Humana

Julio: Ministerio Publico

Se solicita autorizacién al Consejo Directivo para publicar al menos tres boletines impresos en
el afio, los cuales contendran un resumen de los anteriores, a publicacion seria cuatrimestral

y se pretende hacer llegar esta informacién a quienes no tienen correo electrénico en la
institucion.



[image: image4.jpg]Gestion Humana: al no tener definido su marco estratégico deben crearlo, lo cual retrasard la
remision de informacién para estas capsulas.

Capsulas informativas

Se acuerda divulgar tnicamente las actividades que permiten la participacién del publico en
general, ya que de lo contrario se reciben solicitudes de personas que no forman parte de la
poblacion meta de las actividades. Se han divulgado tres capsulas informativas tanto de la
Escuela Judicial como de la Unidad de capacitacién para Defensa Publica.

Boletines informativos en linea
Ala fecha se han publicado cinco boletines informativos, los cuales pueden ser consultados
en linea en la siguiente direcci

http://sitos.poder-judicial.go.cr/escuelajudicial/boletines. htm
{ }o i

BOLETIN INFORMATIVO,

Produccién audiovisual para cada unidad de capacitacion
En este sentido se informa que a la fecha ya se produjo el video de la Escuela Judicial y se
esté trabajando en conjunto con la encargada del OLJ en la produccién para esta unidad.

El video de la Escuela Judicial se divulgara a finales de marzo y se colocard en la pagina web
de la Escuela.
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[image: image8.jpg]Anexo 2. Capsulas formativas de la Unidad de capacitacion para la Defensa Publica
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SE ACUERDA:   1.) Tomar nota del anterior informe y agradecer al Área de Servicios Técnicos de la Escuela Judicial por el trabajo realizado. 2.) Se recuerda a las Unidades de Capacitación sobre la importancia ser constantes en la remisión de la información necesaria para boletín de divulgación, conforme al cronograma establecido. 3.) Se designa al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial para que desarrolle el guión correspondiente a la producción del corto audiovisual del Consejo Directivo, para la página WEB de la Escuela.  4.) Se nombra al Dr. Marvin Carvajal Pérez, director de la Escuela Judicial, entre en contacto con la nueva jefatura del Departamento de Tecnología de la Información, para el seguimiento de los acuerdos del Consejo Directivo sobre las necesidades tecnológicas de la Escuela Judicial y de las Unidades de Capacitación, necesarias para el buen desarrollo de las actividades de capacitación. 5.) Se solicita a la M.Ba. Magdalena Aguilar Álvarez, encargada del Área de Servicios Técnicos de la Escuela Judicial, que proponga medios alternativos para la más amplia difusión de las actividades de la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación, sin tener que acudir a la producción de un boletín impreso. ACUERDO FIRME
-0-
ARTÍCULO IX
El Lic. Mateo Ivankovich Fonseca, LL.M., subdirector de la Escuela Judicial, presentó el informe sobre seguimiento de cumplimiento acuerdos del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, a las personas integrantes de este Consejo.

-0-
SE ACUERDA: 1.) Tomar nota del informe presentado por el Lic. Mateo Ivankovich Fonseca, LL.M., subdirector de la Escuela Judicial. 2.) Que en lo referente al diagnóstico de necesidades de capacitación de las Salas de la Corte Suprema de Justicia, se elaborará un informe único para su presentación a este Consejo. ACUERDO FIRME. 

-0-
ARTÍCULO X

El M.Ba. Francisco Arroyo Meléndez, director del Departamento de Gestión Humana, informó a las personas presentes en este Consejo, sobre los avances en el desarrollo del proyecto sobre “Cuerdas Altas Intermedias”, que será de utilidad para la población judicial en sus cursos y las dinámicas. 
-0-
SE ACUERDA:   Que el M.Ba. Francisco Arroyo Meléndez presentará un informe actualizado sobre los últimos resultados del proyecto de sobre ‘’Cuerdas Altas Intermedias”, para el conocimiento del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en su próxima sesión. ACUERDO FIRME.
FECHA DE LA PRÓXIMA SESIÓN: 02 de abril del 2014.

HORA:   8:30 a.m. 

LUGAR: Unidad de Capacitación del Ministerio Público, San José.
Se levanta la sesión a las doce horas veinte minutos.

Mag. Dra. Doris Arias Madrigal       

            
Dr. Marvin Carvajal Pérez    

Presidenta del Consejo Directivo de la Escuela Judicial         
Director de la Escuela Judicial
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